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Doctor
BONERGE AMILCAR MEJÍA ORELLANA

Jefe de la Unidad de Asesoría de Tesis
Facultád de Ciencias Iurídicas y Sociales
Universidad de San Carlos de Guatemala

Presente

Doctor Mejía Orellana:

De acuerdo con el nombramiento emitido po¡ esa jefanlra el diecinueve d€ agosto del
año dos mil once, en el que se me oto¡ga la facultad como asesora para realizar
modificaciones, con el objeto de mejorar el trabato de investigación del bachiller lose Ramiro
salazar Gonzalez, inrirul¿do ANALtsts lURiDtco DEL ARTiCULO 82 DEL cÓDtco
PROCSSAL PENAL, PROPUESTA PARA MODIFICARLO Y EFECTOS IUR¡DICOS BENÉFICOS

QUE SE APORTARÍAN AL SISTEMA PROCf,SAL PENAL DUMNTE LA PRIMEM
DECLAMCIÓN DIL SINDICADO [N EL PROCESO PENAL", considerando que la tesis cumple
con los requisitos legales del Artículo 32 del Normativo pa.a la Elaboración de Tesis de
l,icenciatura cn Ciencias ]urídicas y Sociales y del gxamen ceneral Publico; procedo a emitir
Dictarnen respecto a la asesoría debido a las siguientes justificaciones I

1. Se establece que el trabajo de investigación realizado, contiene un anáiisis iurídico y
doctrinario referente a la audiencia de primera declaración del sindicado y su
!'egulación legal, contenida en el Artículo 82 de¡ Código Procesal Penal- Para sintetizar
el tema de la investigación es necesario modificar el titulo de la misma a: "ANÁLISIS
IURÍDICO DEL ARTÍCULO 82 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL, PROPUESTA PARA
MODÍFICARLO Y EFECTOS JURíDICOS QUE APORTARÍA AL SISTEMA PROCESAL
PENAL GUATEMALTECO',

2. El bachiller Salazar Gonzalez, para la realización del presente traba¡o utilizo el método
científico en la planeación de la investigación y esto le otorgó conocinientos y
crite¡ios válidos, ei método histórico le fue útil en ei desarrollo de la reseña histórica
del proceso penal y en particular de la audiencia de primera decla.ación del
sindi.ádo

3. En la redacción del trabajo de tesis el sustentante utilizo Ias técnicas y metodologías
adecuadas a¡ tema objcto dc investigación, por lo que considero que observo todas las
exigencias reglamentarias.

Cuatemah 27 de febrero de 2013
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El presente trabaio de tesis cont buye al estudio del derecho procesal penal, en
particular a la forma en que se desarrolla el acto procesal de primera declaración del
sindicado, como momento procesa¡ opomrno para hacer valer la tutela judicial
efectiva y el inicio de la persecución penal en la búsqueda de la justicia pronta y
cumplida.

Las conclusiones y recomendaciones se encuentran directamente relacionadas con el
contenido de la investigación y su eshuctura satisface los objetivos propuestos, por lo
que llenan los requisitos necesarios para el grado académico de la licenciatura.

La bibliograffa empleada es la apropiada paÉ el tema desarrollado y se encuent¡a
relacionada en forma correcta con las citas bibliográficas, coritenidas en cada uno de
Ios capítulos que componen el presente trabaio.

El presente habajo fue desarrollado de forma adecuada, habiéndosele hecho al
bachiller Salazar Conzalez las sugerencias pertinentes, respetando el enfoque y criterio de su
áutof.

Por lo antes expuesto, el presente t¡abaio de investigación cumple con los requisitos
legales y administrativos establecidos en el Normativo para la Elaboración de Tesis de
Licenciatura en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de San Carlos de
Guatemala" siendo procedente emitir DICTAMEN FAVOMBLE para que continúe con el
trámite que corresponde para su postedor evaluación por el Tribunal Examinador en el
Exame¡ Público de Tesis, previo a optar al grado académico de Licenciado en ciencias
JurÍdicas y Sociales y los títulos profesionales de Abogado y Notario.

Sin otro particular, respetuosamente me suscribo de usted.

Colegiada No.2,137
Asesora

4.

5.

6.

na Chang ConLreras.



UNIDAD ASESORíA DE TESIS DE LA FACULTAD DE CIEÑCIAS JURíDICAS Y SOCIALES.
Guatemala, 19 de marzo de 2013.

Atentamente, pase al LICENCIADO MARCO HORACIO RAI\4MZ|N|, para que proceda a
rev¡s€r el trabajo de tes¡s del e.studiante JOSE RAMIRO SALAZAR GONZALEZ, intjtulado:
"ANÁLISIS JURíD|co DEL ARTíCULo 82 DEL cÓDIGo PRoCESAL PENAL, PRoPUESTA
PARA MODIFICARLO Y EFECTOS JURiDICOS OUE APORTARiA AL SISTEl\/A PROCESAL
PENAL GUATEMALTECO".

l\,le permito hacer de su conocim¡ento que está facultado pata rcalizat las mod¡ficaciones de
forma y fondo que tengan por objeto mejorar la investigación, asimismo, del título del trabajo de
tesis. En el dictamen correspond¡ente deberá cumpiir con los requisitos establecidos en el
ArtÍculo 32 del Normativo para la Elaborac¡ón de Tesis de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y
Sociales y dél Examen Generál Público, el cual establecet 'Tanto el asesor como el revisor de
tesis, harán constar en los dictamenes correspondientes, su opin¡ón respecto del contenido
cientiñco y técnico de la lesis, la metodología y técnicas de ión ulilizadas, la
redacc¡ón, los cuadros estadisticos si fueren necesar¡os, la de la misma.
¡as conc¡usiones, las recomendaciones y la bib¡iografía uti¡¡zada, eban el
trabajo de ¡nvest¡gación y otras considerac¡ones que estimen

DR. BON CAR I\,IEJíA
.IEFF I'F UNIDAD ASESORiA DE

q.
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Marco Horac¡o Ramazz¡ni
ABOGADO Y NOTARIO

12 calle 2 04, Zona 9,2do. Niveloficiña 209 Edificio Plaza del Sol
Teléfono 2435 1867 Ce!ul¡r 55Oq 1312

Crrátemala 14 de mávo de 2013

Doctor
BONERGE AMILCAR ME]íA ORELLANA

lefe do la unidad de Asesoría de Tesis
Faclrltad de Ciencias Jurídicas y Sociales
Universidad dc San Carlos de Guatemala
Presente

Doctor Meiía Orellana:

En cumplimiento al nombramiento recaído en mi persona con fecha diecinueve de marzo del
año dos mil trece, en mi calidad de Revisor de tesis del bachiller lose Ramiro Salazar
Gonzalez, rrabaio de investigación intir ladn : "ANALIStS IURíDtCO DELARTiCULO B2 DEL
CÓDIGo PRoCESAL PENAL, PROPUESTA PARA MoDIFICARLo Y f,FECTos IURiDlcos
QUE APORTARÍA AL SISTEMA PROCESAL PENAL GUATEMALTECO'" PTOCEdO A CM¡tiT
Dlctamen respecto a la revisióD cncomendada por lo que respetuosamcnte le informo lo
siguiente:

1. El contenido cientifico y técnico de la tesis es de impoftancia dcbido al anál¡sis jurídico
y doctrinario referente a la audiencia de primera declaración del s¡ndicado y su
regulación legal, contenida en el Artículo 82 del Código Procesal Pena¡, basado en los
métodos y técni cas de investigación aplicables a las ciencias sociales.

2. El ponente durante el desarrollo de la investigación para la realización del presente
trabajo utilizó el método científico en la planeación de la investigación, esto le otorgo
conocimientos y critcrios válidos, el método analítico le permitió conocer la necesidad
de la modificación propuesta y su importancia, con el método sintótico determinó los
beneficios y efectos iurídicos al sistema procesal penal, el método histórico le fue útil
en el desarrollo de la reseña hisrórica del proceso penal y en particular de la

audiencia de primera declaración del sindicado.

3. Durante el desarrollo del presente trabajo de tesis, el bachiller Salazar Qonzalez
utilizó lenguaje, técnicas y metodologías adecuadas al tena objeto de investigación,
motivo por el c¡al considero que observó todas las exigencias reglamentarias,
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ABOGADO Y NOTARIO

12 calle 2-04, Zona 9, 2do. Niv€lOfic¡ña 209 Ed¡flc¡o Pla2a del Sol

T€léfoño 2€5 1a67 Celular 5509 1332

4. La contribución cientlfica del presente trabaio de tesis es de impo.tancia, debido a que

su contenido es de interés relevante para la ciudadanía guatemalteca, pues contribuye
al estudio del derecho procesal penal, en particular a la forma en que se desanolla el

acto procesal de primera declaración del sindicado, como momento procesal oportuno
paÉ hacer valer la tutela jud¡cial efectiva y el inicio de la peNecución penal en la
búsqueda de la justicia pronta y cumplida.

5. Las conclusiones y recomendaciones, comprenden los aspectos más importantes del

tema tratado, son congruentes con el contenido de la investigación, su eshuctura
lógica satisface los obietivos propuestos y fueron desafiolladas de una manera clara y
sencilla.

6. La bibliografia que se utilizó es suficiente, ya que la información obtenida proüene de

diversos l¡bros de diferentes tratadistas, siendo la apropiada para el tema
desarrollado y se encuenFa relacionada en forma correcta con las citas bibliog¡áficas,
contenidas en cada uno de los capítulos de la presente investigación.

Por lo anterior, considero que la tesis cumple con los requisitos legales del Artículo 32 del
Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenciatura de Ciencias Jurídicas y Sociales y el
Examen General Público, en consecuencia en mi calidad de Revlsor de tesis me pemito
emitir DICTAMEN FAVORABLE para que pueda continuar con el trámite correspondiente
para su posterior evaluación por el Tribunal Examinador en el Examen Público de Tesis,
previo a optar al grado académico de Licenciado en ciencias Jurídicas y Sociales y los títulos
profesionales de Abogado y Notario.

Sin otro particular, respetuosamente me suscribo como su atento y seguro servidor.

' "-t¿

Licenciado Marco Horacio Ramazzini.

Colegiado No.3,337
Revisor de tesis

l,'hrco Horacio Ramazzini
Abogado y Notario

Col. 3337
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DECANAÍO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURiD¡CAS Y SOCIALES. GUATCMAIA. 09 dC
agosto de 2013.

Con vista en los d¡ctámenes que anleceden, se autoriza la impresión del trabajo de lesis del

CStUdiANtC JOSE RAMIRO SALAZAR GONZALEZ, tituIAdO ANÁLISIS JURiDICO DEL

ARTÍCULO 82 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL. PROPUESTA PARA MODIFICARLO Y

EFECTOS JURIDICOS OUE APORTARIA AL SISTEI\¡A PROCESAL PENAL

GUAÍEMALTECO. ArtÍculos: 31, 33 y 34 del Normativo pa¡a la Elaboración de Tesis de

Licenciatura en C¡encias Jurídicás y Sociáles y del Exameñ General Público.
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DEDICATORIA

Gracias Señor por la oportunidad de vivir y enseñarme que
en tí todo lo puedo y por ayudarme a cumpl¡r una de mis
metas.

Onilda Gonzalez Vargas y Manuel Salazar, por su amor
incond¡cional y por haberme convertido en un hombre de
bien.

J. Marisol Dubon P. Gracias por todo el apoyo que me has
brindado, por tu amor, paciencia y por estar en cada
momento de mi vida.

Ana María, M¡rna Lorena y Johana, con respeto y car¡ño.

Licda. Aura Marina Chang C. Por sus clases mag¡strales,
consejos y motivac¡ón. Grac¡as por br¡ndarme su amistad.

Dr. Julio César De León Barbero. Por su amistad, apoyo
¡ncondic¡onal y mot¡vación para estud¡ar el origen de los
problemas socioeconómicos del país y su posible soluc¡ón.

Licda. Aura Marina Chang, Licda. Erika L¡ssette Aquino
López, Lic. Eddy Gustavo Rodríguez y Lic. Marco Horacio
Ramazz¡ni, gracias por su ayuda y por su tiempo.

Licenciados: lngrid R¡vera, Marisol Chew, Bonerge Mejía,
Omar Barrios, Wuelmer Gómez, lván Ochoa, Erick Huitz.

Patricia Dubón, Elba Orellana, Consuelo Lemus, Mirna
Morales, Marlín Pol, Elisa Pérez, Eddy Rodríguez, Leonel
Barrientos, Gustavo Corona, Gustavo Escobar, Juan
Chávez, Mario Pozuelos, Edgar Ayala, Mario Herrera,
grac¡as por su am¡stad y por su motivac¡ón.

Un¡versidad de San Carlos de Guatemala, en espec¡al a la
Facultad de Ciencias Juríd¡cas y Soc¡ales, por perm¡tirme
el ingreso a sus aulas y dame la formación profesional.

A LOS
PROFESIONALES:

A I S AMTGOS:

A Mt ALIA rrÁTER:
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La pr¡mera declaración del s¡ndicado tiene por objeto la averiguación de un hecho

señalado como delito o falta y de las circunstancias en que pudo ser cometido, el

establec¡miento de la probable pa¡ticipación, responsabilidad y culpabilidad del

s¡ndicado. En un estado de derecho la víctima o el agravjado y el imputado, como

sujetos procesales, tienen derecho a la tutela judicial efectiva; objetivo difícil de lograr

debido a que durante la aud¡encia de primera declaración del sindicado es

materialmente imposible realizar la evaluación técnica de los medios de prueba y los

elementos de convicción que determinan la relación causal entre la conducta humana y

el ilíc¡to penal; situación negativa en el proceso penal que orig¡na hacinamiento de

expedientes y personas en los centros de reclusión preventiva.

Con la presente ¡nvestigación se pretende demostrar teóricamente los beneficios al

sistema procesal penal guatemalteco derivados de la modificación del Artículo 82 del

Código Procesal Penal; utilizando los fundamentos teóricos ya aceptados por la
legislación penal y doctrinas relacionadas al tema.

La hipótesis comprobó que en la forma como está actualmente redactado el Artículo 82

del Código Procesa¡ Penal, de su interpretación se infiere que resulta materialmente

imposible hacer una evaluación adecuada del s¡ndicado en un solo dÍa, sin embargo, al

hacer la modificac¡ón sugerida en este trabajo dicha meta podrá ser lograda.

Los objetivos se cumplieron al descubrir la causa por la que no es posible realizar la

evaluac¡ón técnica de los medios de prueba y los elementos de convicción durante la

audienoa de primera declaración del sindicado; además se demuestra teóricamente

que al fijarse una audiencia para la evaluación técnica de los medios de prueba y

elementos de convicción se determ¡nará la relación causal y el grado de participación

en el hecho ilícito penal, para así disminuir o eliminar el hac¡namiento de expedientes y

personas en los centros de reclusión preventiva; lo que traería benef¡cios al sistema

(')
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modif¡cación del Artículo 82 delprocesal penal guatemalteco; por lo que es necesaria la

Código Procesal Penal.

En el capítulo lde esta tes¡s se hace un anál¡s¡s de los aspectos fundamentales de la

audienc¡a oral de primera declaración del sind¡cado, sus elementos leór¡cos,

doctrinarios y legales, as¡ como su regulación en la leg¡slac¡ón procesal penal de

Guatemalal en el capítulo ll se hace una exposición de los pr¡nc¡pios procesales que

¡nfoman la audiencia de primera declaración del imputado, principios rectores del

proceso penal reconocidos y desarrollados en el Código Procesal Penal; en el capítulo

lll, por ser el tema princ¡pal de la investigación, se estudia minuciosamente la

evaluac¡ón técnica de los medios de prueba y los elementos de convicc¡ón, su

definic¡ón, características, aspectos h¡stór¡cos, el marco legal que los regula, asi como

su ¡mportancia y el valor probator¡o que aportan a la audienc¡a de pr¡mera declaración

del sindicado; f¡nalmente en el capitulo lV se establecen los benef¡cios al sistema

procesal penal guatemalteco relacionados con los pr¡nc¡p¡os de legal¡dad, presunción

de inocencia, defensa, celeridad y economía pfocesal, durante la primera declaración

del sindicado.

La investigación se real¡zó desde los puntos de vista doctrinario, jurid¡co, social y

económ¡co. Se hizo uso del derecho comparado que perm¡tió examinar aspectos

generales y específicos sobre las garantías procesales, se utilizaron varios métodos de

investigación, con mayor énfasis en el analítico y deductivo, su uso permitió extraer

verdades genéricas, llegando a verdades específ¡cas, útiles en el anál¡sis doctr¡nario y

legal del acto procesalde la primera declarac¡ón del s¡ndicado; también se utilizaron los

métodos inductivo y el sintético, a través de los cuales se confomó el marco teór¡co

sobre el cual se debe basar la aud¡encia de primera declaración. La técnica b¡bl¡ográf¡ca

perm¡tió la recolecc¡ón del material de estud¡o.

(i;)
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1. La áudiencia oral de primera declaración

1.1. Concepto

La aud¡encia de pr¡mera declaración del sind¡cado, es el acto procesal en el cual las

partes entregan al juez informac¡ón relevante para fundamentar el inicio de una

¡nvestigación penal y se presentan los argumentos de defensa, para que el juez tome

una dec¡s¡ón. Se desanolla sobre la base de reunir a las partes involucradas en el ilícito

penal y permitir que entre ellos se genere un ¡ntercambio verbal de información

relevante, para la búsqueda de la verdad sobre los hechos preseniados. En este orden

de ¡deas, el autor Manuel Ossorio expone lo siguiente:

"Audienc¡a. Acto de oir los soberanos u otras autor¡dades a las personas que exponen,

reclaman o solic¡tan alguna cosa. También, ocasión para aducir razones o pruebas que

se ofrece a un ¡nteresado, en juicio o en exped¡ente. Las d¡ligenc¡as que se practican

ante eljuez o tribunal, principalmente para probar o alegar."1

El desarrollo de esta diligencia jud¡cial es de trascendental ¡mportanc¡a para la soc¡edad

y los sectores involucrados en la función públ¡ca de impartir justicia; es el momento

procesal donde se decide la situac¡ón jurídica de¡ sindicado. Der¡vado de este fallo

jud¡c¡al, es posible iniciar la persecución pública penal a través del procedim¡ento

rOssorio, Manuel. Dicciona.io de cienci8 juríd¡6a3, pollücas y soc¡alos. Pág.72
1
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acusación penal.

l.l.l. Definición legal

La doctrina legal guatemalteca aporta los elementos bás¡cos para que sea clara,

precisa y objetiva; de manera que por sí misma exp€se el sentido prop¡o de

conformidad a su contefo; tal como lo regulado por el Articulo 20 del Reglamento

lnter¡or de Juzgados y Tribunales Penales, emitido por la Corte Suprema de Just¡c¡a de

Guatemala med¡ante Acuerdo número 24-2005; que establece lo s¡guiente:

"La audiencia es el acto procesal por medio del cual, el juez o tr¡bunal recibe

¡nformación relevante directamente de los sujetos procesales, para la toma de

decis¡ones de naturaleza jurisd¡ccional. Su realización será oral, continua,

contradictoria, pública y concentrada. Será presid¡da por el juez o pres¡dente del

tribunal, desde su inicio hasta el f¡nal y requiere de su comparecenc¡a in¡ntenumpida y

de las personas necesar¡as para el acto procesal que mot¡va su realizac¡ón. La

publ¡cidad podrá ser restring¡da en los términos establecidos por la ley. La suspensión

de una audiencia es excepc¡onal y por causa expresamente just¡t¡cada."

De lo antes expuesto, se puede inferir que la audienc¡a oral de pr¡mera declaración es

el momento procesal donde se exponen argumentos y se presentan pruebas; se

desarrolla ante un órgano jur¡sdiccional s¡guiendo el deb¡do proceso preestablecido en



la ley procesal penal y donde se resuelve la situac¡ón jurid¡ca del sindicado.

La audienc¡a oral de primera declarac¡ón, es el medio procesal del que dispone el

imputado para hacer valer sus derechos y conocer el contenido de la sindicación que se

le atribuye en forma, modo y tiempo. Para el órgano jurisdiccional, es el momento ¡nicial

del proceso penal, cuando el juez conoce los hechos presentados para su

conocimiento, los indicios y medios que posee el órgano acusatorio para establecer la

posible participación y responsabilidad penal de la persona a quien se le atr¡buye una

conducta ilícita; estos hechos y c¡rcunstancias, perm¡ten al juzgador emitir un auto de

procesam¡ento o una falta de mér¡to. Para el Min¡sterio Público, en el ejercicio de la

persecuc¡ón penal; es el momento oportuno para demostrar con los medios de

conv¡cc¡ón Ia ex¡stenc¡a de un hecho calificado como del¡to y la posible participación,

responsabil¡dad y culpabilidad del sind¡cado en el hecho que se le atribuye.

1.2. Características de la audiencia de primera declaración

Este acto procesal posee las sigu¡entes caracteristicas: es oral, públ¡ca, ante autoridad

competente, dentro del plazo preestablec¡do y con la comparecencia de todos los

sujetos procesales. A d¡ferenc¡a de los principios procesales, Ias característ¡cas

describen en forma semántica cada uno de sus componentes. Los princip¡os procesales

que integran la audienc¡a de primera de declaración, como se verá en el capítulo ll de

la presente ¡nvest¡gación; const¡tuyen la garantía procesal que aclaÍa el desarrollo de la

prop¡a aud¡enc¡at los f¡nes que persigue; la estructuración jurídica; la util¡zac¡ón de los
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\-rlmedios de conv¡cción y la act¡tud de los sujetos procesales. En resumen, son los

garantes del debido proceso. En este orden de ¡deas se hace una breve descripc¡ón de

las caracteristicas propias de la aud¡enc¡a de primera declaración del s¡ndicado.

1-2-l - Orelidad

La comunicación oral entre las partes y el juez, fac¡lita la transmisión del conocimiento

que se posee sobre los hechos que se le atribuyen al s¡ndicado. Pemite hacer una

expos¡c¡ón ráp¡da y comprensible de los argumentos que pretenden establecer la

participación, responsabil¡dad y culpabilidad del sindicado. La palabra hablada fac¡lita el

convencimiento deljuez sobre la existenc¡a o ¡nexistenc¡a de un hecho señalado como

del¡to. No es lo mismo juzgar una exposición oral, formada por palabras y el anális¡s de

elementos de convicción; que juzgar un legajo de expedientes, compuesto de

documentos escritos. Toda vez que los documentos por sí solos no son medios de

prueba. En consecuencia, la oralidad es impresc¡ndible para explicar su contenido. En

relación con este tema fue expuesto lo s¡guiente:

'El princip¡o "quod non es ¡n actus¡s, non est mundo", que por sí solo definía la

importanc¡a de la escritura en el procedim¡ento jud¡cial, ha ¡do perdiendo día a día la

¡mportanc¡a, aunque no se haya llegado a una oralidad absoluta, pues s¡emprc será

necesar¡o dejar alguna constancia por escr¡to de los debates en beneflcio de la

seguridad del proceso".2

2 Levene, (H.) Ricardo. lfa¡ual do clerecho proc*al p€ñal. Tomo L Pág. 108
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La palabra hablada, por ser el medio más efc¡ente para la transmisión de

conocim¡entos, es sin duda, el medio idóneo para la argumentac¡ón jurídica y la

expos¡ción c¡rcunstanc¡al de los hechos; en forma d¡recta, ante un juez durante el acto

de primera declaración del s¡nd¡cado. En consecuencia, sólo exponiendo aljuez de v¡va

voz los hechos, circunstancias relevantes y los indic¡os que se poseen; será posible

recrear en la mente del juzgador cómo suced¡eron los hechos que d¡eron or¡gen al

conf¡cto penal.

Es indiscut¡ble que la oral¡dad permite captar mayor atención de los sujetos procesales,

toda vez, que la discus¡ón es de viva voz y directa; permitiendo aclarar y discutir sobre

los puntos oscuros o contradictorios. Contrario sensu a las actas y folios de

expedientes, en part¡cular, las que contienen las declarac¡ones testimon¡ales, que sólo

permiten al juez tener una ¡dea de t¡po general: de cómo, cuándo y dónde suced¡eron

los hechos somet¡dos a su cons¡derac¡ón. Por ello se sostiene que no es lo mismo

escuchar el relato oral, acompañado de medios de prueba y elementos de convicción,

que aporta una pers;ona natural al momento de manifesiar el conoc¡m¡ento de los

hechos; que el acto de leer un documento, que cont¡ene una declaración testimon¡al de

parte interesada.

1 .2.2. Pública

La publicidad del proceso penal permite a los c¡udadanos part¡c¡par presencialmente en

las audiencias; escuchando y observando el desarrollo de la primera declarac¡ón del
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ejerc¡c¡o profesional técn¡co y asumir una conducta ét¡ca con apego a la función que

real¡zan en la audiencia en mención. El acto procesal de pr¡mera declarac¡ón al ser

público, perm¡te a la sociedad fiscalizar la act¡v¡dad de los sujetos proc€sales. La

publicidad contribuye a garantizar el control ciudadano, sobre el trabajo que realizan

todos los que participan en la aud¡enc¡a y es evidente, que por su naturaleza, esta

característ¡ca es l¡mitada en los casos de menores de edad y en lo del¡tos cuyo bien

tutelado es el pudor, la libertad sexual de las personas y la seguridad nac¡onal.

1.2.3. Ante autor¡dad judicial competente

Eljuez natural como f¡gura preestablec¡da por la ley, es el garante const¡tucional a quien

le corresponde la aplicación de justicia, observando el debido proceso. En concordanc¡a

con lo expuesto, el Articulo 7 últ¡mo párrafo, del Código Procesal Penal, preceptúa lo

siguiente:

"Nadie puede ser juzgado, condenado, penado o somet¡do a medida de segur¡dad y

corrección, s¡no por tribunales designados por la ley antes del hecho de la causa."

Característ¡ca princ¡pal del deb¡do proceso penal que establece que las autoridades

judiciales que conozcan el caso de mérito, son las únicas competentes para ¡nterrogar

al s¡nd¡cado. En @nsecuenc¡a, cuando la aprehensión se real¡za en forma infragant¡, se

presentará al sind¡cado ¡nmediatamente ante el juez de primera instancia o al juez de



garantías propias del sistema de gobierno republicano, democrático y representat¡vo;

part¡cular del s¡stema acusatorio. El procedimiento debe respetar el plazo legal

preestablec¡do en elArtículo I de Ia Constituc¡ón Política de la Repúbl¡ca de Guatemala

y el Artículo 87 del Código Procesal Penal; es ¡mportante hacer notar que el

interrogator¡o extrajud¡c¡al Glrece de valor probatorio por vicio de proced¡miento. La

declarac¡ón viciada repercute en foma negat¡va en perju¡c¡o de la adm¡nistración de

justicia y la persecución penal; por la ¡mposibilidad legal de constitu¡rla como medio de

prueba de ¡nfomac¡ón d¡recta; ésta no se puede util¡zar en perjuicio del s¡ndicado.

1.2.4. Dentro del plazo legal preestablecido

Esta característica es una garantía al derecho inherente que tiene toda persona a ser

oída, dentro de un plazo razonable, por un juez competente que debe resolver su

situac¡ón jurídica cuando exista la sind¡cac¡ón de la com¡s¡ón de un hecho delict¡vo. La

Const¡tuc¡ón Polít¡ca de la República de Guatemala en el Articulo 6 establece un plazo

de se¡s horas para poner a los detenidos a d¡sposición de la autoridad jud¡cial

competente; este plazo es en relac¡ón con la detenc¡ón legal. Referido al interrogator¡o a

detenidos o presos, establece un plazo de 24 horas para ser interrogados por autor¡dad

judicial competente. El Artículo 87 del Cód¡go del Procesal Penal regula que el juez de

pr¡mera instancia o al juez de paz en su caso, tienen competenc¡a para practicar esta

diligencia y establece que plazo se apl¡ca: 6 o 24 horas; esto de acuerdo con la

resoluc¡ón de la Corte de Constitucionalidad al fallar de la s¡guiente manera:
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qué momento debe computarse, fuera del momento de la consignac¡ón al tribunal o de

la detención de la persona. Esta duda quedó legalmente despejada a tenor del artículo

87 del Cód¡go Procesal Penal, que lo determ¡na a partir del momento de la aprehensión.

Esto s¡gnifica, que descontando las se¡s horas que la autor¡dad ejecutiva tiene como

máx¡mo para cons¡gnar a un deten¡do, quedarían dieciocho horas para hacer

comparecer al aprehendido a efecto de que preste su declarac¡ón... "3

Con la regulac¡ón legal en materia de plazos, el constituyente busce que la detenc¡ón

prevent¡va o cautelar sea por un espacio de t¡empo reducido; en observanc¡a al pr¡ncip¡o

de favor l¡bertat¡s.

1.2.5, Comparecenc¡a de los su¡etos procesalés

En la sede del órgano jurisdiccional, dest¡nada para el desarrollo del acto procesal de

pr¡mera declaración, es necesaria la crmparecencia como mínimo del sind¡cado

acompañado de su abogado defensor, el fiscal del Minister¡o Público, eljuez y el ofic¡al

a cargo de la audiencia. La d¡l¡genc¡a se real¡zará con la presencia ininterrumpida del

juzgador; cuando el s¡nd¡cado no mmprende correctamente el ¡dioma español t¡ene

derecho a ser as¡st¡do por un traductor o ¡ntérprete durante su declarac¡ón. Cuando no

se reúnen estas cond¡c¡ones bás¡cas será materialmente impos¡ble real¡zar d¡cha

diligencia procesal.

3 Corte de Constilucionalidad. Gecete No.ST.Expediente No.73¡0. Página No.285. S€ntenc¡s: 25-07-00. Pág. 21
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1.3. Fin y ob¡eto de la primera declaración

El fln de la aud¡enc¡a de pr¡mera declarac¡ón es la aver¡guación de la verdad, en

relac¡ón con la ex¡stenc¡a o no de una conducta t¡p¡fcada como delito o falta; cómo

pudieron haber suced¡do los hechos; la partic¡pación e ind¡vidualización del s¡ndicado y

el conoc¡miento de las circunstanc¡as personales del hecho, útiles para valorar su

responsab¡l¡dad o que ¡nfluyan en su punibilidad y la pos¡ble participación del sindicado

en modo, tiempo y lugar, así como el grado del daño causado por el delito.

Si bien es c¡erto el fin de la primera declaración es descubrir modo, tiempo, lugar de la

comisión del hecho ilícito, la pos¡ble part¡cipación del sindicado y su probable

responsab¡l¡dad. Tamb¡én lo es el hecho de hacer valer las garantías pro@sales,

reconocidas por la Const¡tuc¡ón Politica de Ia República de Guatemala y el Código

Procesal Penal; cond¡ciones que puede el imputado hacer valer por sí o por medio de

su defensa técnica; desde el momento en que surg¡ó la sindicac¡ón, que lo señaló como

posible autor del hecho punible que se le atribuye.

El objeto de la pr¡mera aud¡encia de declarac¡ón es aver¡guar: si el hecho atribuido al

s¡nd¡cado es constitut¡vo de delito, establecer su probable participación, responsabil¡dad

y culpab¡lidad en el m¡smo. Con la existenc¡a de medios razonables, eljuez podrá dictar

el auto de pr¡sión y emitirá el auto de pro@samiento para ligarlo a proceso penal,

decretando las medidas de coerción necesar¡as para asegurat su presenc¡a en todos
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los actos proc€sales; para garant¡zar el cumplim¡ento del deb¡do proceso en s¡ case ¿Ñ:--tZ

mérito. Como lo regula elArticulo 259 del Código Procesal Penal:

"Pris¡ón preventiva. Se podrá ordenar la prisión preventiva, después de oír al s¡nd¡cado,

cuando medie información sobre la existenc¡a de un hecho punible y motivos racionales

suf¡cientes para creer que el s¡ndicado lo ha comet¡do o part¡c¡pado en é1. La libertad no

debe restringirse sino en los límites absolutamente indispensables para asegurar la

presenc¡a del imputado en el proceso."

La pr¡vación de la libertad ambulatoria, aun s¡endo preventiva, es cons¡derada como

una pena antic¡pada. Por consiguiente, el último párrafo del artículo citado, fue ¡nspirado

en el princ¡pio favof libertat¡s; tiene carácter excepc¡onal y debe ser proporcional a la

pena o medida de segur¡dad o corrección que se espera del proceso penal. Para reducir

esta pena anticipada, el t¡tular del órgano jur¡sd¡ccional puede otorgar una o var¡as de

las med¡das que sust¡tuyen la pris¡ón preventiva; tomando en consideración que este

benef¡c¡o t¡ene la condición principal que no exista pel¡gro de fuga o de obstaculización

para la averiguación de la verdad. Cuando el juez considera que se cumplen los

requerimientos legales establecidos por el Artículo 264 del Cód¡go Procesal Penal;

puede resolver otorgando el benefic¡o de una medida sustitut¡va, en observanc¡a del

s¡gu¡ente enunciado:

'Sust¡tuc¡ón. S¡empre gue el peligro de fuga o de obstacul¡zación de la verdad pueda

ser razonablemente evitado por la apl¡cac¡ón de una med¡da menos grave para el

10



¡mputado, el juez o tr¡bunal competente de oflc¡o, podrá ¡mponerle una o var¡as de

medidas siguientes:.."

Esta es una mane€ alterna de resoiver la s¡tuac¡ón jurídica del s¡ndicado, con el fin de

evitar su conf¡nam¡ento a un centro de reclusión preventiva y sujetarlo al resultado de la

investigac¡ón penal en su contra. Este beneficio obedece al pr¡ncip¡o de favor libertat¡s y

es otorgado en las condiciones establecidas en la ley procesal; no podrá concederse

ninguna med¡da sustitut¡va en procesos instru¡dos contra: delincuentes hab¡tuales,

reincidentes; por delitos de homic¡d¡o doloso, ases¡nato, parricidio, violac¡ón agravada,

violación calificada, v¡olación de menor de doce años de edad, plagio o secuestro en

todas sus formas, sabotaje, robo agravado. También quedan exclu¡dos de medidas

sustitutivas los delitos comprendidos en el Capítulo Vll del Decreto No.48-92 del

Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, Ley contra la Narcoacfividad.

Contrario sensu, también existe la posibilidad que no proceda d¡ctar ninguna de las

med¡das de coerción personal antes descritas debido a que no llenan los requerimientos

contenidos en la ley penal sustantiva y procesal. En consecuencia, el juez procede a

resolver declarando la falta de mérito, sin aplicar ningún tipo de medida. Situac¡ón

regulada en el Artículo 272 del Código Procesal Penal:

"Falta de mérito. Si no concurren los presupuestos para dictar auto de pr¡s¡ón

preventiva, el tribunal declarará la falta de mér¡to y no aplicará n¡nguna med¡da de

coerción, salvo que fuera absolutamente imprescindible para evitar el peligro de fuga o

11
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de obstaculización para la aver¡guación de la verdad, caso en el cual sólo podrá\\gi

ordenar alguna de las medidas previstas de subst¡tuc¡ón de prisión preventiva."

En resumen, el fln y objeto de la primera declaración es resolver la situac¡ón juríd¡ca del

s¡ndicado, a través de alguno de los presupuestos jurídicos expuestosi ordenar la

prisión prevent¡va y ligarlo al proceso, reconocerle las garantias procesales que la

Constitución Política de la República de Guatemala y el Código Procesal Penal le

otorgan. Cuando el hecho constituye delito o falta, pero no existen motivos racionales

para creer que el s¡nd¡cado lo ha mmetido o participado en é1, se le declara en l¡bertad

por falta de mér¡to.

1.4. Órgano jurisdicc¡onal competente

Por mandato constitucional, corresponde a Ios tr¡bunales de just¡cia la potestad de

juzgar y promover la ejecución de lojuzgado. El Organ¡smo Jud¡cial a través de los

juzgados de paz penal y los de primera instancia penal; está facultiado para conocer de

las aprehensiones infragant¡ realizadas por la Policía Nac¡onal C¡v¡l y dil¡genciar las

audiencias de primera declaración del s¡nd¡cado dentro del plazo legal ya analizado.

Esto está regulado en el Cód¡go Procesal Penalde Guatemala de la sigu¡ente manera:

'Artículo 87. Oportunidad y autoridad competente. S¡ el sind¡cado hub¡ere s¡do

aprehendido, se dará av¡so ¡nmediatamente aljuez de primera instanc¡a o aljuez de paz

en su caso, para que declare en su presencia, dentro del plazo de ve¡nticuatro horas a

72



contar desde su aprehensión. El juez proveerá los medios necesarios para que en

dil¡genc¡a pueda estar presente un defensor..."

Este plazo en la práct¡ca no se cumple, por la carencia de infraestructura en algunos

juzgados o los defensores públicos no son suf¡cienles para el número de audiencias

que se programan derivado de la acumulac¡ón de actos procesales.

1.5. Sujetos procesales

La audienc¡a oralde primera declaración delsindicado, es un acto procesal desarrollado

por órganos jur¡sd¡ccionales preestablec¡dos y con la participación de personas

particulares autor¡zados u obl¡gados a intervenir, defensa técnica, as¡stentes del

Ministerio Públ¡co, peritos, testigos, querellantes adhesivos en algunos casos. En

resumen, eslos son esenc¡almente los sujetos procesales, los de persecución y el

s¡ndicado; son las personas públ¡cas o pr¡vadas, individuales, naturales o jurídicas que

interv¡enen en la diligenc¡a como sujetos procesales.

En este orden de ¡deas fue escrito lo siguiente:

"Asi geneÍal¡zado el concepto de sujetos procesales penales, se hace posible

proporcionar una idea más técnica. Son las personas que actúan en el proceso penal

confome a las atribuc¡ones y sujeciones que les as¡gna la ley para hacer valer, oponer

o satisfacer d¡rectamente las pretens¡ones fundameniadas en el objeto procesal. En

13



puede dejar de ser ¡nmed¡ata la vinculación con el hecho imputado y con la actuac¡ón

del derecho en lo que a ese hecho respecta.'4

Por lo antes expuesto, los sujetos procesales básicos e imprescindibles para la

real¡zac¡ón de la aud¡enc¡a de primera declaración son: El órgano jurisd¡ccional, el

Minister¡o Público y el imputado. Entes que por su naturaleza e importanc¡a se

anal¡zarán por separado a continuac¡ón.

1.5.1. órgano jurisd¡cc¡onal

Es el juzgado designado por el Organismo Judicial con competenc¡a penal para

conocer Ia pr¡mera declaración; el juez de primera ¡nstancia o de paz penal. Ente

garante del deb¡do proceso, durante el desarrollo de la primera declaración; valora los

ind¡cios y argumentos p.eseniados por el Min¡sterio Público y de manera ¡mparc¡al hace

lo mismo con el sindicado y su defensa técn¡ca. D¡rige la audienc¡a y controla la

investigac¡ón, resuelve la situación jurídica de¡ s¡ndicado, en forma prov¡s¡onal cuando

impone alguna medida de coerción p€rsonal, señala el plazo para la investigac¡ón.

Resolv¡endo en forma definit¡va, cuando otorga l¡bertad por falta de mér¡to y se

desest¡ma el caso.

a Clariá Olmedo, Jorge A. Do..cho proce3.| p€nal. Torno L Pág. 262
14



1.5.2. ilinister¡o Público

Es el órgano técn¡co ¡ntegrado por funcionarios llamados fiscales, su func¡ón pr¡ncipal

es ejercer la persecución penal como órgano auxiliar de la administración de justic¡a;

también ejerce la función de ente acusador públ¡co, persigue de of¡cio todos los delitos

de acción pública y los de insianc¡a de parte; su intervenc¡ón es imprescind¡ble en el

s¡slema de acusación ofic¡al. Es el ga€nte de la acusac¡ón y del deb¡do proceso dentro

de las garantfas procesales. Su definic¡ón legal se encuentra conten¡da en el Articulo'1

de la Ley Orgán¡ca del Min¡sterio Públ¡co, Decreto número 40-94 del Congreso de la

Republ¡ca de Guatemala; el que establece:

"El M¡nisterio Público es una inst¡tución con func¡ones autónomas, promueve la

persecución penal y d¡r¡ge la ¡nvest¡gación de los delitos de acción pública; además vela

por el estr¡cto cumplimiento de las leyes del país.

En el ejercicio de esa función, el M¡n¡sterio Público perseguirá la realizac¡ón de la

justicia, y actuará con objetividad, imparcial¡dad y con apego al princ¡pio de legal¡dad,

en los tém¡nos que la ley establece.'

Su función no se reduce a la acusac¡ón, invest¡ga la verdad de los hechos t¡pif¡cados

como del¡tos, a través de sus fscales de distrito, sección, agentes f¡scales y aux¡liares

fiscales de cualquier categoría previstos en la ley; estando obl¡gadas todas las

autor¡dades o empleados públicos a facilitarles la real¡zac¡ón de sus func¡ones.

15
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Sindicado, imputado, procesado o acusado, es la persona física a la que se le atribuye

una conducta antijurídica o la com¡s¡ón un hecho t¡pificado como delito o falta; por el

cual es puesto a disposic¡ón deljuez a través del deb¡do proceso. Se le identif¡ca por su

nombre, datos personales y señas particulares; cuando se abstiene de proporcionar

esos datos o los d¡ere falsamente, se procede a identmcarlo por testigos u otros medios

que se cons¡deren útiles. Es el sujeto pr¡ncipal a quien, por mandato legal, se le debe

escuchar durante el desa¡rollo de la audiencia de primera declaración; por dir¡girse en

su contra la persecución penal. Goza de un estado de inocenc¡a hasta que sea

desv¡rtuado por el Min¡ster¡o Priblico. Se le concede la igualdad de armas para que

pueda defenderse de la s¡ndicación que se presenta en relación con el hecho por el

cual se encuentra en la d¡l¡genc¡a procesal.

1.6. Elementos indiciários o indicios

Toda acción provocada por el hombre deja tras de sí una estela de huellas, por

ejemplo: en la rotura del cristal de una ventana, es posible encontrar rastros de la

estructura de la ventiana, que indican la direcc¡ón de donde v¡no el objeto que causó el

daño; huellas del objeto con el cual se produjo el golpe, ¡mpresiones dig¡iales en el

interior o efer¡or del inmueble. Esta ¡nformación al princip¡o de la invest¡gación

demuestÍa s¡ el daño fue hecho desde afuera o desde el interior del ¡nmueble en este

caso hipotét¡co. Esto es en sentido general un ind¡cio de que algo o alguien violentó la



ventana, y que pudo ser en foma acc¡dental o premed¡tada. En este orden

es posible Íelacionar la alterac¡ón del entorno fís¡co con el presunto responsablei

fundamentado con lo siguiente:

"En el proced¡m¡ento criminal se llaman ¡ndic¡os, y tiamb¡én presunciones, las

c¡rcunstancias y antecedentes que, teniendo relación con el delito, pueden

razonablemente fundar una opinión sobre hechos determinados. Así, pues, el indicio

const¡tuye un medio probatorio conocido como prueba indiciaria".s

También se puede afirmar, que los ¡ndicios son aquellas señales de lo oculto que

permiten conclu¡r mediante el razonamiento lógico deduct¡vo, que se presume la

probab¡lidad de que algo sucedió. En consecuenc¡a, se considera ¡nd¡cio a todo objeto,

instrumento, huella, marca, rastro, señal o vestig¡o que se usa y se produce

respectivamente en la mmis¡ón de un hecho delict¡vo; pero que por sí m¡smo, no es

suficienfe para demostrarlo. Los indicios por sí mlsmos no establecen una relación

causal entre una situac¡ón antijurídica y el s¡nd¡cado; pero se constituyen como los

elementos directos y conv¡ncentes que determinan el grado de participac¡ón y

culpabil¡dad del sind¡cado.

El indic¡o es la evidencia física relacionada con la presunta comisión de un ilícito penal,

en su conjunto son los elementos ¡ndiciarios, que al ser presentados por la fiscalía del

Min¡sterio Público durante la primera declaraciónl pemiten al juez formarse una idea

s Ossono, Msnuel. Ob. C¡t Pág 375
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clara y conv¡ncente de lo que sucedió

relación con los indicios establece en

Procesal Penal;
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en modo. t¡empo y tugar. La tey procesat "¡ ->/
el párrafo tercero, del Artículo 314 del Cód¡go

"El Minister¡o Públ¡co podrá d¡ctar las medidas razonables necesar¡as para proteger y

a¡slar ¡ndic¡os en los lugares en que se esté investigando un delito, a f¡n de ev¡tar la

contam¡nación o destrucc¡ón de rastros, ev¡dencias y otros elementos mater¡ales".

El M¡nister¡o Público en el eiercic¡o de su función investigadora, tiene la obl¡gación de

establecer una cadena de custodia eficiente, aplicando los mecan¡smos legales y

prácticos que tiendan a recabar, proteger y embalar todo elemento que pueda servir

para convertirse en medios de prueba.

La invest¡gac¡ón técnica de los ind¡cios permite establecer: los motivos racionales

suficientes para creer que el sind¡cado ha part¡c¡pado en el hecho ilicito penal que se le

atr¡buye, determ¡nar la relación causal, el grado de part¡c¡pación y su probable

responsab¡l¡dad y culpabilidad. Contrario sensu a lo expuesto, es posible establecer:

que el hecho imputado no constituye del¡to, la conducta del sindicado no encuadra

dentro de la tipificac¡ón del del¡to atribu¡do. En consecuencia, éste no tuvo ninguna

part¡c¡pación en el hecho atribuido; c¡rcunstianc¡as suf¡cientes para declarar la falta de

mér¡to y no aplicar ninguna med¡da de coerción. Por lo expuesto, es de trascendental

importanc¡a el manejo apropiado de los ind¡cios durante la investigación penal.

18
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Los elementos de convicción están constituidos por la informac¡ón directa que

proporc¡onan los indicios, der¡vada de los rastros o huellas, que el hecho del¡ct¡vo pudo

haber dejado en las cosas; verb¡gracia: ¡mpresiones d¡g¡tales, fluidos corporales,

marcas particulares de ralladuras, muescas y abolladuras hechas por una herram¡enta

de mano, marcas de ruedas de un automotor, marcas de calzado y toda huella que

pueda dejar un objeto físico, cambiando o modif¡cado e¡ entorno. También se pueden

considerar como ind¡c¡os las les¡ones fisicas o psíquicas en las víctimas del delito o en

el sind¡cado. En resumen, estos son los elementos ut¡lizados para convencer aljuez, de

la probab¡lldad de la part¡cipac¡ón, responsabilidad y culpabilidad del imputado en el

hecho delictivo.

En la argumentación que presenta la f¡scalía y la defensa respect¡vamente, se

encuentra la posibilidad de ¡niciar un proceso penal o ev¡tarlo; esto es pos¡ble

depend¡endo de la hab¡l¡dad que posean los l¡t¡gantes al momento de presentar y

evaluar los indicios, los hechos y las circunstancias racionales; que induzcan al

juzgador a tomar una decis¡ón de tipo conclus¡vo. Este es el momento de la audiencia

de primera declaración, cuando las partes tienen la oportunidad de hacer valer sus

argumentac¡ones; fundamentadas en la existencia o no, de hechos o indicios que

razonablemente pueden ser probados. Este es el momento procesal cuando dejan de

ser prueba circunsiancial, para transformarse en elementos de convicc¡ón; que pueden
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ser util¡zados para desvirtuar o confimar, la existencia del hecho típ¡co, antiurídico

culpable, que se le imputa alsindicado con las circunstancias de modo, tiempo y lugar.

Med¡ante el uso de los elementos de convicción es pos¡ble influiÍ en el razonam¡ento del

juzgador para obtener su convencimiento; logrando de esa forma, obtener una

resolución favorable, para la parte que presenta el resultado dé la investigac¡ón técn¡ca.

En los argumentos expuestos por los sujetos procesales se encuentra la posibil¡dad de

in¡c¡ar un proceso penal o evitarlo.

1.8. Med¡os do prueba

Medios de prueba se les denominan, al conjunlo de proced¡m¡entos regulados por la ley

para inc¡rporar los elementos de prueba al proceso penal. Desde el punto de v¡sta

doctrinario son considerados de la s¡guienle manera:

"Medios de prueba son los acios procesales dest¡nados a introduc¡r en el proceso los

elementos de convicc¡ón. Los códigos los regulan específ¡camente en todo su

desarrollo, caracter¡zando el órgano y el proced¡miento para la recepc¡ón. No se trata de

una enumeración taxativa en cuanto al medio en sí, péro se impone uno u otro de los

proced¡mientos regulados, por cuanto @n ellos se garantiza el control y eficac¡a de la

pruebá.'6

6 Clariá Olmedo, Jorge A. Ob. Cit Tomo ll Pág. 311
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Toda persona se presume ¡nocente hasta que se le pruebe lo contrario, esta presunc¡ón

debe ser desv¡rtuada por el Min¡sterio Público; qu¡en durante la invest¡gación preliminar

de la verdad, deberá practicar todas las diligenc¡as pertinentes y útiles para recabar

todos los rastros, evidenc¡as y otros elementos materiales; que s¡rvan para convencer al

juez de la probab¡lidad de la partic¡pac¡ón, responsab¡l¡dad y culpabilidad del sindicado

en el hecho del¡ct¡vo que se le atr¡buye; estas d¡ligenc¡as serv¡rán para fundamentar los

elementos de conv¡cc¡ón.

El acto procesal de pr¡mera declaración tiene como origen cualquiera de los sigu¡entes

actos ¡ntroductor¡os: denunc¡a, querella, prevención policial, conoc¡miento de of¡cio, la

flagranc¡a en la com¡sión del delito. En este momento procesal aún no ex¡sten

elemenlos que puedan ser cal¡f¡cados como med¡os de prueba. Por lo expuesto, se

cons¡dera que los objetos que están en poses¡ón del Min¡sterio Público, dentro de la

cadena de custodia; son medios de prueba ind¡ciar¡a al momento de ser presentados

durante la primera declarac¡ón. En este orden de ¡deas, los medios de conv¡cc¡ón como

elemento diferencial del cuerpo del delito y de los ¡nstrumentos del delito; serían las

¡mpresiones digitales del presunto delincuente, el arma con que se haya perpetrado el

hecho o cualqu¡er objeto, que haya sido enmntrado en la escena del crimen.

1.9. Regulación legal

En un estado de derecho todos los actos de los func¡onarjos públicos están regulados

por la ley; con el f¡n de ev¡tar la arbitradedad, los abusos de poder y la inseguridad
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juríd¡ca. El acto procesal de pr¡meÉ declaración, está regulado por una serie ¿Ñ"--jl
normas legales de derecho intemo y externo; apl¡cables desde el momento de la

aprehens¡ón del imputado y durante el desarrollo de este importante acto procesal;

donde se resuelve la situac¡ón jurídica del sind¡cado. Sigu¡endo el principio de la

jerarquía normativa, se ¡nicia con las disposic¡ones legales de carácter const¡tucional;

éstas garantizan la protección de la persona, sus bienes y su integridad fís¡ca y la

protegen contra la apl¡cac¡ón excesiva de la fuerza por parte del Estado. En este orden

de ¡deas la Constitución Política de la República de Guatemala establece:

"Artlculo 6. Detención legal. Ninguna persona puede ser detenida o presa, s¡no por

causa de delito o fa¡ta y en v¡rtud de orden librada con apego a la ley por autor¡dad

judicial competente. Se exceptúan los casos de flagrante del¡to o falta. Los detenidos

deberán ser puestos a disposición de la autoridad jud¡cial competente en un plazo que

no exceda de seis horas, y no podrán quedar sujetos a ninguna otra autoridad.

El func¡onario, o agente de la autoridad que ¡nfrinja lo d¡spuesto en este ártículo será

sanc¡onado conforme a la ¡ey, y los tr¡bunales, de oticio, in¡ciarán el proceso

conespond¡ente,"

Este principio constitucional, se encuentra desarrollado en el Articulo 10 de la Ley de la

Policía Nac¡onal civil al establecer lo siguiente: "Para el cumplimiento de su misión, la

Policía Nacional C¡v¡l desempeñará las s¡guientes func¡ones: a) Por ¡n¡ciativa prop¡a por

denunc¡a o por orden del Minister¡o Públ¡co:... e) Aprehender a las personas por orden
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jud¡cial o en los casos de flagrante delito y ponerlas a dispos¡ción de las autoridadeÑÚ/

competentes dentro del plazo legal.'Así también, elArtículo 12 del cuerpo legal c¡tado;

establece la conducta que deben observar los agentes captores, en el momento de

ejecuiar una aprehensión: "...3) Tratamiento de los deten¡dos: a) ldentif¡carse

debidamente como miembro de la Policfa Nacional C¡vil en el momento de efectuar una

detenc¡ón. b) Velar por la vida e integridad física de las personas a quienes detuvieren o

que se encuentren bajo su custodia y respetar su honor y dignidad, debiendo ind¡carles

los mot¡vos de su actuación. c) Dar cumplimiento y observar con la debida d¡ligenc¡a los

trám¡tes, plazos y requisitos exig¡dos por el ordenam¡ento juríd¡co, cuando se proceda a

la detenc¡ón de una persona..."

En el Artículo 9 de la Const¡tución Política de la Repúbl¡ca de Guatemala, está

regulado el interrogatorio a detenidos o presos: 'Las autor¡dades judic¡ales son las

ún¡cas competentes pa€ interrogar a los detenidos o presos..." Este princip¡o

const¡tucional es desarrollado por el Artículo 81 del Cód¡go Procesal Penal, el cual

establece en su parte conducente: ?dvertenc¡as preliminares. Al in¡ciar la aud¡enc¡a

oral, eljuez expl¡cará a¡ s¡ndicado, con palabras sencillas y claras, el objeto y forma en

que se desanollará el aclo procesal..."; complementado por el Artículo 82 de¡ m¡smo

cuerpo legal, que en forma general, regula el desarrollo de la audiencia de primera

declaración del s¡ndicado; estas garantías de orden const¡tucional, están insp¡radas en

el respeto a los derechos humanos, s¡guiendo su princ¡pal anhelo la l¡bertad y d¡gn¡dad

de la persona humana.
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Durante la convención Americana sobre Derechos humanos, denom¡nada Pacto de\i:i::i"

San José de Cosia Rica, suscrita en la Conferencia Especial¡zada lnteramericana,

sobre Derechos Humanos, que se realizó en San José de Costa Rica del 7 al 22 de

noviembre de 1969; el Estado de Guatemala, a través de sus respectivos

representantes, se compÍomet¡ó a respetar los derechos y l¡bertades reconocidos en

ella y a garantizar su libre y pleno ejerc¡cio a toda persona que esté sujeta a su

jurisdicc¡ón.

En relación con el acto procesal de pr¡mera declaración del sindicado, se acordó en el

Artículo I numeral 1 del referido Pacto; "Reconocer el derecho que tiene toda persona a

ser olda, c¡n las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o

tribunal competente, ¡ndepend¡ente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley,

en la sustentación de cualquier acusación penal fomulada contra ella..."

Con la regulac¡ón legal de la audiencia de primera declarac¡ón, se concluye el primer

capitulo del presente anál¡sis; siendo su importancia fundamental, por contener los

aspectos teóricos, doctr¡nar¡os y legales que convergen en e! acto procesal de primera

declaración del sindicado; además servirá de base para el análisis juríd¡co del Artículo

82 del Cód¡go Procesal Penal.
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CAPÍTULO II

2. Principios procesales que informan la aud¡oncia de primera declarac¡ón

2.1. Defin¡ción

Los pr¡ncipios generales del derecho y en part¡cular los de carácter procesal,

constituyen la base fundamental, sobre la que se desarrolla la doctr¡na en materia

procesal penal. Son el coniunto de rectores del proceso penal, llamados a estructurar el

"ius pun-rendi", como monopolio de la fuerza por parte del Estado; para prevenrr y

erradicar el delito, sanc¡onar y rehabilitar al delincuente. Están reconocidos como

garantías procesales, de carácter constitucional, deb¡damente desarrollados por el

Código Procesal Penal; son aplicables a los actos jur¡sd¡cc¡onales en estricto sensu, a

través de los axiomas que r¡gen la aplicación de la norma procesal dentro del debido

proceso. En relac¡ón con este tópico, en la exposición de mot¡vos de la ley procesal

penal de Guatemala se argumentó lo s¡guiente:

.El cód¡go in¡cia con las normas que establecen los princ¡pios básicos que insp¡ran el

proc€so penal. No se trata de una repetición o reproducc¡ón s¡n sentido de los

preceptos constituc¡onales. El leg¡slador decid¡ó connotar con precisión que su

observanc¡a es obligatoria y que todas las demás normas del código deben ser

explicadas e interpretadas al amparo de dichos princ¡pios".7

7 Bar.ientos, Cé6sr. Exposición de molvG .lel Có<tigo Procesel Penel. Pág. XIX
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El mag¡strado Barr¡entos se ref¡ere a los pr¡nc¡p¡os de legalidad, defensa, presunción de'@
inocencia, inmediac¡ón procesal, oralidad, celeridad, public¡dad y contradictor¡o. Estos

principios son reconocidos y desarrollados por el Código Procesal Penal de Guatemala;

const¡tuyendo un avance en la aplicación de la justicia penal y el respeto a los derechos

individuales reconoc¡dos y garantizados.

Por su importancia y extensión se analizan en forma individual de la siguiente forma:

2.2. Pr¡ncipio de legalidad

El pr¡ncipio de legalidad surge en elsiglo Xvlll, para contrarrestar la aplicac¡ón arbitrar¡a

de las normas jurídicas, abuso del poder y la ¡nsegur¡dad juríd¡ca. La tendencia

filosófica de esa época fue orientada en este sentido por Char¡es Lou¡s de Secondat

barón de Montesqu¡eu y Jean Jacques Rousseau, qu¡enes difundieron sus ideas

exponiendo que sólo la ley es fuente del derecho penal, estableciendo límites a la

act¡vidad punitiva del Estado. La consecuenc¡a de esta lim¡tante es expuesta por el

aforismo "nullum delito nullum poena sine lege". A esta legalidad del derecho sustant¡vo

corresponde la legalidad del proceso penal, no hay proceso sin ley, el proceso es una

regulac¡ón ¡egal. No hay del¡to n¡ pena sin ley anter¡or, condición juríd¡ca reconocida

como máx¡ma en la Const¡tución Polít¡ca de la Repúbl¡ca de Guatemala, alestablecer:

'Artículo 17. No hay delito n¡ pena s¡n ¡ey anterior. No son punibles las acc¡ones u

om¡siones que no estén calif¡cadas como delito o falta y penadas por ley anterior a su

perpetrac¡ón."
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Con este pr¡ncip¡o se garantizan los derechos y l¡bertades del imputado al evitar el u"p:!'
arbitrario del poder por parte del M¡nisterio Público, Pol¡cía Nac¡onal C¡vil o el

Organismo Judic¡al; otorgando certeza y seguridad jurídica al ejercicio de la persecución

penal.

Con el ju¡c¡o previo nad¡e puede ser sometido a med¡da de segur¡dad y corrección sin

antes haber sido citado, oído y vencido con sentencia condenatoria firmej obten¡da por

un proced¡miento legalmente establecido; aquí ex¡sten dos t¡pos de garantía: por una

parte es ¡nd¡vidual, porque tiende a proteger al imputado, de la barbar¡e y la venganza

pública puesta de man¡fiesto en los linchamientos, ante la simple sind¡cac¡ón de la

com¡sión de un hecho delictivo, que s¡empre será una v¡olenc¡a desproporc¡onada aun,

para una conducta o acto, por más repugnante que éste sea y sin med¡ar juic¡o u

oportun¡dad de defensa.

Por otra parte es colect¡va, porque con la aplicac¡ón de Ia máxima "nullum judex s¡ne

lege" (ningún juez s¡n ¡ey o nombram¡ento legal), garantiza la existenc¡a de tribunales

preestablecidos y jueces naturales; lim¡tando el poder públ¡co del Estado en la

apl¡cación de la ley penal y el ejercicio del monopolio de la v¡olencia a través del ius

puniend¡.

Con lo expuesto se protege a la sociedad en contra de la arbitrariedad, garantizando

que sólo después de cometido un hecho pun¡ble, se inic¡ará proceso penal y que el

juzgamiento de las causas penales será desarrollado por jueces ¡mparc¡ales e
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independientes, sometidos sólo a la Constitución Política de la República de GuatemalÑ-:',-:i

y a la ley.

2.3. Princ¡pio de defensa

El principio de defensa, como garantia mnstitucional fundamental, t¡ene como fin

específico proteger la l¡bertad del ind¡v¡duo ante la posib¡lidad de que se le imponga

indebidamente una pena; por ello, no puede n¡ debe ser restringido en forma alguna,

toda persona señalada de la com¡s¡ón de un hecho del¡ct¡vo, debe contar con las

oportunidades procesales para desvirtuar la acusación. Requisito esenc¡al del debido

proceso, toda vez que el sind¡cado es considerado inocente hasta que se declare lo

contrario en sentencia condenatoria f¡rme.

Desde el acto de pr¡mera declaración, el sindicado o su defensor pueden

ind¡st¡ntamente solicitar, proponer o intervenir en el proceso sin límite alguno más que

los establecidos en la ley; siendo ¡mportante que el s¡ndicado cuente con los

mecanismos idóneos para expresar sus razones y responder a la acc¡ón dir¡gida en su

contra; deb¡endo ser ¡nterrogado en español o por intermedio de un traductor o

¡ntérprete. En consecuencia, debe comunicársele el hecho punible que se le atribuye,

escuchar su declarac¡ón en forma voluntada, presentar los indicios y pruebas de

descargo que indique y darle la oportunidad de alegar e impugnar.
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Debido a la ¡mportancia que tiene el cargo de defensor, el abandono

técnica const¡tuye falta grave, y le es prohib¡do al defensor descubrir

adversas a su defendido. El derecho de defensa es reconoc¡do en

Política de la República de Guatemala al establecer:
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de ta defensaV
c¡rcunstanc¡as

la Constitución

"Artículo 12. Derecho de defensa. La defensa de la persona y sus derechos es

inviolable. Nadie podrá ser condenado, ni privado de sus derechos, sin haber sido

citado, oido y venc¡do en proceso legal ante juez o tribunal competente y

preestablecido. Ninguna persona puede ser juzgada por Tribunales Espec¡ales o

secretos, n¡ por procedimientos que no estén preestablec¡dos legalmente."

Mediante este enunc¡ado el c¡udadano puede acc¡onar la vigenc¡a concreta de las

garantías dentro del proceso penal; propio de un estado de derecho. Es el principio

fundamenial que asiste a toda persona señalada de la comisión de un hecho delictivo;

para comparecer ante un juez de paz o de pr¡mera ¡nstancia, según el caso,

¡nmediatamente a su aprehensión o ante una s¡nd¡cación que le fuere formulada por el

ente acusador; con el fin de responder con eficac¡a a ¡a imputación o acusac¡ón que se

presenta en su contra; esto le otorga la plena l¡bertad e igualdad de armas en todas y

cada una de las actuaciones que se realicen dentro de la primera declaración; teniendo

plena vigenc¡a otros pr¡ncipios y garantías a saber: audiencia del procesado, la

contradicción procesal, el derecho a la as¡stencia técnica del abogado, el uso de med¡os

de prueba, el derecho a no declaraÍ contra sí mismo o declatarse culpable, todas en su

conjunto hacen posible el deb¡do proceso.
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El princ¡p¡o de defensa como garantia constitucional, es desarrollado por el Articulo g*Qr, /

del Código Procesal Penal, al reconoc€r el derecho de elección de la defensa técnica:

"El s¡nd¡cado tiene el derecho a eleg¡r un abogado defensor de su confianza. Si no lo

hiciere, el tribunal lo designará de of¡cio, a más tardar antes de que se produzca la

primera declaración sobre el hecho, según la reglamentación de la defensa of¡c¡al. Si

pref¡ere defenderse por sí mismo, el tribunal lo autorizará sólo cuando no perjudique la

eficacia de la defensa técnica y, en caso contrado, lo designará de oficio. La

¡ntervención del defensor no menoscaba el derecho del imputado a formular sol¡citudes

y observaciones."

Durante el desarrollo de la aud¡encia de primera declarac¡ón, en el ejercicio del derecho

de defensa, el sindicado puede hacer valer todas las circunstancias que le sean

favorables para resolver su s¡tuación jurid¡ca; ¡nclus¡ve puede renunc¡ar a los plazos

establecidos en su favor o consentir su abreviación por manifestación expresa. Puede

probar todos los hechos y circunstanc¡as de interés, para la corecta soluc¡ón del caso,

por cualquier med¡o de prueba permit¡da y para ser valorada debe haber s¡do obtenida

por un proced¡miento de incorporac¡ón al proceso, conforme a las d¡sposiciones del

Código Procesal Penal; las que serán valoradas conforme al sistema de la sana crítica

razonada; es ne@sario el auxil¡o de la defensa técnica, ejerc¡da por un profesional del

derecho, abogado y coleg¡ado act¡vo; requ¡s¡tos necesarios para que las actuaciones

posteriores no sean susceptibles de impugnación según sea el caso.
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lndepend¡entemente al grado de responsabilidad penal, la naturaleza de la a

antüuridica, los agravantes y atenuantes, que puedan relacionarse al delito y al grado

de partic¡pación o al número de personas que part¡ciparon en la acc¡ón ilicita. El Estado

proporciona al sindicado una defensa técn¡ca, no pa€ hacer como si lo defendiese, sino

para defenderlo en forma técn¡ca y efectiva. buscar los mecanismos y estrategias para

desv¡rtuar la acusac¡ón y presentar los elementos de convicción aljuez que conozca de

la pr¡mera declarac¡ón; con el tin de m¡nim¡zar los efectos negat¡vos o psicológicos del

delito. La función de defensa técn¡ca, en los casos concretos donde es evidente la

responsab¡l¡dad penal, participación y culpab¡l¡dad del sindicado; se l¡mita a custodiar el

debido proceso y velar por la aplicación de las garantias constituc¡onales.

De allí la importanc¡a de realizar el estud¡o y anál¡sis técn¡co de los ind¡c¡os probatodos,

mediante los per¡taies realizados a través del lnstituto Nac¡onal de Cienc¡as Forenses.

Lo ¡nadecuado, de la evaluación técn¡ca de los med¡os de prueba y los elementos de

convicción; que determ¡nan la relación causal en el ilícito penal; durante la primera

declaración, constituye el factor que incide negat¡vamente en el proceso penal y

contr¡buye directamente, en el hac¡namiento de expedientes y de personas en los

centros de reclus¡ón preventiva. La evaluac¡ón técnica, adecuada en una aud¡encia

específ¡ca, ayudaría en forma ¡nmediata y certera a deteminar la part¡c¡pac¡ón del

sindicado en el hecho señalado como del¡to; logrando con ello en forma direcia que el

impuiado se manif¡este en relac¡ón a la ¡mputación que se le hace.
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De esta forma el juez tendrá @nc¡enc¡a y conv¡cc¡ón de la participacióiAd

responsab¡lidad y culpabilidad del s¡ndicado en el hecho ilíc¡to que se le sindica. Con

esta aud¡enc¡a específ¡ca el acusado, podrá resolver su s¡tuación jur¡d¡ca de forma

pronta y def¡nit¡va. Contrario sensu, se dictará el auto de pro@samiento, que da in¡cio a

la deb¡da persecuc¡ón penal, obten¡endo los medios de convicción que or¡enten a la

invest¡gac¡ón; la formación de una plataforma jurídica, con elementos de prueba, que

puedan ser evaluados en debate y permitan establecer el modo, tiempo y lugar; así

como las c¡rcunstanc¡as en que pudo haber sido cometido el ilíc¡to penal y la

participación del sindicado. Con la aud¡encia propuesta se podrá emit¡r sentencia

mndenatoria, s¡n v¡olar los principios constitucionales de que goza el sind¡cado, como

se demuestra más adelante en este capitulo.

2.4. Pr¡nc¡pio de presunción de inocencia

Por medio de este pr¡ncip¡o procesal penal, se desarrolla la garantía constituc¡onal que

establece la inocenc¡a de la persona como regla general. Solamente a través de un

proced¡miento penal en el que se demuestre la participac¡ón, responsabilidad y

culpabilidad de la persona; podrá el Estado apl¡carle una pena o med¡da de seguridad y

corrección

Durante la pr¡mera declaración del sindicado, éste será considerado inocente aun con

las medidas cautelares que puedan imponerse a su l¡bertad ambulator¡a o a la

disposición de sus bienes; asimismo, s¡ la audiencia termina favorablemente al
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s¡ndicado y se le otorga l¡bertad por falta de mérito para la internación; se integrará 
" 
ákgU/

soc¡edad l¡bre de toda sospecha, de toda culpa; toda vez que jurídicamente no llegó a

perder su estiado de inocencia.

M¡entras no exista una sentenc¡a condenatoria firme y ejecutoriada, ex¡ste la garantía

constitucional de presunción de inoc€nc¡a y debe ser tratado como tal. Según lo

regulado en el primer párrafo del Artículo 14 de la Constituc¡ón Politica de la Repúbl¡ca

de Guatemala:

"Toda peGona es inocente, m¡entras no se le haya declarado responsable

jud¡cialmente en sentenc¡a debidamente ejecutoriada."

En el párrafo mnstitucional c¡tado, se reconoce el derecho fundamental que as¡ste

toda persona señalada de haber participado en la com¡s¡ón de hechos delictivos,

gozar del estado de inocencia durante el acto procesalde primera declaración.

En el derecho ¡nternacional se encuentra esta garantia en el Artículo 14, numeral 2 del

Pacto lnternacional de Derechos Civiles y Polít¡cos, que fue adoptado y abierto a f¡rma,

ratificación y adhesión, por la Asamblea General de las Naciones Un¡das en su

resoluc¡ón 2200 A ()ül) del l6 de dic¡embre de 1966; así como en el Artículo 8, numeral

2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, denom¡nada Pacto de San

José de Costa R¡ca, suscrita en la Conferenc¡a Especializada lnteramericana sobre

a

a
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Derechos Humanos, que se realizó en San José de Costa Rica, del 7 al 22

noviembre de 1969.

La legislación procesal penal de Guatemala va más allá de este principio, al integrar a

la norma procesal el princip¡o in dubio pro reo, mediante el cual la duda favorece al

reo, en este caso en part¡cular, durante el acto de primera declaración al sindicado.

Para determ¡nar la culpabil¡dad del sindicado el Minister¡o Público t¡ene que desv¡rtuar

su presunc¡ón de inocencia. Sin embargo, los casos en los cuales la participación,

responsabil¡dad y culpabilidad son evidentes durante el desarrollo de la aud¡enc¡a

propuesta; es oportuno mencionar que bajo estas circunstancias, el estado de

presunción de inocencia ha quedado evidentemente desvirtuado y no tiene objeto la

etapa ¡ntermed¡a y el ju¡cio prop¡amente dicho. En consecuencia en el presente caso,

tendríase que em¡tir sentencia.

En el sistema actual, aun conoc¡endo fehac¡entemente que la participación,

responsab¡l¡dad y culpab¡lidad son manifiestas, conclu¡da la etapa preparator¡a, se

procede a la etapa ¡ntermedia y por lo cons¡guiente al ju¡c¡o propiamente d¡cho; por tal

razón, se convierten en parte de la problemática, que ¡nfluye directamente en la

sociedad en forma negativa. Creando hacinamiento de procesos y de expedientes y

aglomeración de peÍsonas en los centros de detenc¡ón preventiva. Esta situac¡ón

genera gastos económ¡cos que realizan el sindicado y su famil¡a, en los recursos

económ¡cos que ¡nv¡efe el Estado en defensa públ¡ca, Min¡sterio Público, Organismo



la prevención del delito, equipamiento de instrumentos científicos para la realización de

los perit4es forenses y otros, para demostrar científicamente las causas y efectos de

los hechos ilícitos. De la misma forma esos recursos se pueden utilizar para la

capacitación del elemento humano del Sistema Penitenciario y del órgano jurisdiccional.

lo que evitaría una tardia aplicación de la just¡ciai evitando de una lorma clara y directa

graves consecuencias psicológicas al sindicado, a las que se le agregan, los daños

morales que afectan su situación laboral, social y familiar; retardando con ello su

adaptación a la sociedad.

2.5. Pr¡ncipio de ¡nmediación procesal

Este principio establece la necesaria presencia de los sujetos procesales en la sala de

audiencias del órgano jurisdiccional que conoce de la audiencia de primera declaración.

Tiene como fin mantener la más íntima relación posib{e, el más estrecho contacto entre

eljugador y los lit¡gantes, permite la interacción de todos los interesados en la comtsión

del hecho delictuoso, su resultado y posterior castigo, observando la defensa que se

haga en contra de este señalamiento. Es momento procesal oportuno para que el fscal

del Min¡sterio Públ¡co haga la intimac¡ón de los hechos al sindicado, con todas sus

circunstancias de tiempo, modo y lugar, su calificación juríd¡ca provisional,

disposiciones legales aplicables, y descripción de los elementos de convicción

existentesi con la presencia del fscal, el abogado defensor, el imputado y el querellante

legalmente acreditado si fuera el caso, el juez puede recibir inmediata, directa y
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simultáneamente los medios de prueba e ind¡cios, utilizados para fundamentar

¡mputación y defensa respect¡vamente.

La inmed¡ación procesal perm¡te al juez estar en contacto d¡recto con el caso que se le

plantea a su prudente arb¡trio y real saber. Principio procesal que hace más ef¡ciente la

aver¡guación del hecho señalado como delito o falta y de las c¡rcunstancias como pudo

ser cometido, estableciendo la probable part¡cipación, responsabil¡dad y culpabil¡dad del

s¡nd¡cado. Esta situación jurídica concuerda con lo sigu¡ente:

"Para conseguir el ¡mper¡o de la verdad es necesar¡o que los sujetos procesales

reciban inmed¡ata, directa y simultáneamente los medios de prueba que han de dar

fundamento a la discus¡ón y a la sentencia. La inmediación implica el contacto directo

deljuez con los elementos probatorios en que ha de basar su .iuic¡o y decis¡ón, el control

directo de todos los sujetos procesales entre si en el momento de recibir las pruebas.'8

La ¡mportanc¡a de este princip¡o radica, en que las pruebas e ind¡cios llegan aljuzgador

sin sufr¡r alteraciones en la cadena de custodia, que puedan hacer variar su estado

natural; por efectos del amb¡ente. En los casos concretos de prueba testimon¡al los

recuerdos pueden camb¡ar en la memoria del testigo conforme pasa el tiempo; cuando

todos estos elementos son presentados en una sola audienc¡a, es pos¡ble demostrar al

juez, la verac¡dad de los argumentos presentados por los sujetos procesales; logrando

s Vélez Mariconde, Alfedo, Dor€cho procesel penal. Tor¡o ll. Pág. 196
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una dec¡sión conforme a derecho, congruente y efect¡va para la reparación del dan\?. ¡;./
provocado al v¡olentar el bien iuríd¡co tutelado.

En el caso de em¡t¡r sentenc¡a, en una segunda audienc¡a, se basaria en los hechos

descr¡tos en la acusac¡ón admit¡da por el imputado durante la audiencia propuesta; sin

perjuicio de ¡ncorporar otros ind¡cios favorables al sind¡cado y para el efecto se podría

dar una calif¡cación juríd¡ca d¡stinta a la acusac¡ón. Cuando el s¡ndicado no admita su

participac¡ón, responsab¡lidad y culpabilidad, se estaria dictando auto de

procesamiento, como se ha referido con anterioridad en los puntos que antec€den.

2.6. Pr¡ncipio de oralidad

El medio de comun¡cac¡ón más directo del que puede hacer uso el ser humano, es el

lenguaje articulado palabra a palabra, de v¡va voz, acompañado de gestos y

expresiones corporales; esto es una ventaja ¡ndiscutible sobre la escritura en mater¡a de

averiguación de la verdad de un hecho señalado como delito o falta, durante la primera

declaración del sindicado; ac{o que debe ser en idioma español o por ¡ntermedio de un

traductor o de un ¡ntérprete. La acc¡ón reproducida por los gestos y palabras, es

percibida por eljuez en su estado natural durante el interrogatorio legal, que real¡za el

fiscal, la defensa técnica y el querellante legalmente acred¡tado. Ex¡ste la posib¡lidad de

contra¡nterrogar al sindicado con elfin de esclarecer la veracidad de su declarac¡ón; en

esta parte de la diligenc¡a es cuando se ejerc¡tan los princip¡os procesales de



¡nmed¡ación, concentración, contradicción y publicidad, que no podrian interaciuar

mismo tiempo fuera del ejercicio de la oralidad.

La aud¡encia de primera declaracióñ es oral, en esa forma se producen la declarac¡ón

del sindicado, de los órganos de prueba y la ¡ntervenc¡ón de todas las personas que

participan en ella. Las resoluciones del órgano jurisd¡ccional se dictan verbalmente

quedando notif¡cados todos por su emisión; pero consta en el acta de la audienc¡a. El

¡mputado sordo y el que no puede entender el español, debe ser auxiliado por un

¡ntérprete para que le transm¡ta el contenido del acto procesal.

La forma más ef¡c¡ente para la transmis¡ón de los conocimientos es sin duda la palabra

hablada, es el medio ¡dóneo para la argumentación jurídica y la exposición

circunstancial de los hechos ante un juez penal, durante el acto de pr¡mera declarac¡ón.

El pr¡ncip¡o de oral¡dad, es tratado por el autor Francisco Bernate Ochoa cuando

manif¡esta que aljuez se le presentaran los hechos, los ¡nd¡cios y medios de prueba de

viva voz por parte de los sujetos procesales; para tener una apreciac¡ón objet¡va de los

hechos que se ponen en su conocimiento, en este orden de ideas enuncia lo siguiente:

"Por el pr¡nc¡p¡o de oralidad entendemos aquel postulado legitimador del proceso penal

en virtud del cual todas las actuaciones que se realicen dentro del mismo deben

realizarse de manera oral, relegando la transcr¡pción de las actuaciones procesales a

los eventos estrictamente necesarios."e

e Bemsle Ochoa, Francjsco y otros. SBtoma pe¡al acusatorio. Pág. 16
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El princ¡pio de oralidad se encuentra contenido en la leg¡slación procesal de Guatemala\(¡:::l/

su aplicac¡ón se real¡za desde el primer ac{o del proced¡miento en contra del s¡nd¡cado,

hasta su culminación. ln¡cia con la audiencia de primera declaración en el momento en

que eljuez em¡te las advertencias prelim¡nares; acto que se desarolla en forma oral, tal

como lo regula el Artículo 81 del Cód¡go Procesal Penal:

'Al inic¡ar la audienc¡a oral, el juez expl¡cará al s¡nd¡cado, con palabras sencillas y

claras, el objeto y forma en que se desarrollará el acto procesal. De la m¡sma manera le

informará los derechos fundameniales que Ie asisten y le advertirá también que puede

abstenerse de declarar y que tal decisión no podrá ser utilizada en su perjuicio.'

Este acto procesal se desarrolla con la intervención de todos los sujetos procesales,

actuando el juez como contÍalor del mismo, el juez ¡nforma al s¡nd¡cado acerca de que

debe ser as¡st¡do por un abogado defensor, la posib¡l¡dad de consultar con él antes de

comenzar con su declaración; d¡sposic¡ón que se encuentra regulada en forma directa

en elArtículo 362 del Código Procesal Penal, cuando establece el s¡guiente postulado:

"Oralidad. El debate será oral. En esa forma se produc¡rán las declaraciones del

acusado, de los órganos de prueba y las intervenc¡ones de todas las personas que

partic¡pan en é1. Las resoluciones del tr¡bunal se dictarán veóalmente,... Quienes no

pudieren hablar o no lo pud¡eren hacer en el ¡d¡oma ofic¡al formularán sus preguntas o

contestaciones por escr¡to o por medio de intérpretes, leyéndose o relatándose las

preguntas o las mntestac¡ones de la aud¡encia.'
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Por el contexto de carácter incluyente de la norma y el cuerpo legal donde ésta sé

encuentra; al ha@r referenc¡a a las declarac¡ones del ¡mputado, los test¡gos y el resto

de sujetos procesales así como las resoluc¡ones del tribunal; se confirma lo antes

expuesto sobre la oralidad del proceso penal.

2.7. Princip¡o de celeridad

La aplicación de la just¡cia debe ser pronta y cumplida, la just¡cia tardía no es justicia. Lo

inadecuado de la evaluac¡ón de los medios de pÍueba y los elementos de conv¡cc¡ón,

que determinan la relac¡ón causal en el ilícito penal; constituyen factores que ¡nc¡den

negativamente en el proceso penal, contribuyendo d¡rectameñte en el hac¡namiento de

expedientes y peñ;onas en los cenlros de reclusión preventiva. Con la apl¡cac¡ón del

principio de celeridad se pretende evitar la pérdida ¡nnecesaria de tiempo; mot¡vo por el

cual, en la legislación procesal se encuentran regulados los plazos para las diversas

actuac¡ones desde la aprehens¡ón hasta la pr¡mera declarac¡ón. La privación de libertad

ambulator¡a no debe tener una duración desmed¡da; el Estado está obligado a

establecer normas claras y precisas para que ninguna persona sea sometida a un

proceso ¡ndef¡n¡do. En este orden de ideas, el Artículo 151 del Código Procesal Penal

establece lo s¡guiente:

"Los plazos fijados son improrrogables y a su venc¡miento caduca la facultad respectiva,

salvo lo dispuesto por la Ley del Organ¡smo Judic¡al.
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intervienen en el procedim¡ento, serán observados r¡gurosamente por ellos; su

inobservancia ¡mplicará mala conducta en el desempeño de sus funciones, y la sanción

disc¡plinaria procederá de oficio, previa audiencia del ¡nteresado. El ¡ncumpl¡miento de

los plazos por parte de los funcionarios jud¡ciales, será sancionado de conformidad con

la Ley de la Carrera Jud¡c¡al."

Su observancia es obl¡gatoria en cualquier etapa procesal, con especial atención

cuando se trata de la privación de l¡bertad y la pr¡mera declaración. En consecuencia, la

Corte de Const¡tuc¡onal¡dad ha establecido el s¡gu¡ente cr¡terio:

'...Esto sign¡fica, que descontando las seis horas que la autor¡dad ejecutiva tiene como

máximo para consignar a un deten¡do, quedarían dieciocho horas para hacer

comparecer al aprehendido a efecto de que preste su declaración. Estos tiempos, por

precarios que parezcan dentro de una realidad de asuntos por resolver (algunos que

ex¡gen la inmed¡ación personal del juez) no exime para que se cumpla con ellos por

tÍatarse de derechos públ¡cos subjetivos de razonable exigibilidad. La normat¡va

const¡tucional y la legal persiguen que la detención prevent¡va o cautelar se prolongue

lo menos posible,...'10

El pr¡nc¡p¡o de celer¡dad, ¡mpone que los actos procesales y la sustentación del proceso

deben ser practicados sin demora y dentro de un periodo razonable; para no crear

io Code de Const¡tucjonalidad. ob. Clt. Pág.22
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incertidumbre jurídica entÍe las partes. En consecuencia, se propone establecer

audiencia exclusiva, para la evaluación técnica de los med¡os de prueba y los

elementos de convicción. Con esta modificación al Artículo 82 del Codigo Procesal

Penal, será posible reducir el pro@so penal, en beneficio de la sociedad, el ¡mputado y

el Estado. Se considera factible la propuesta, en virtud que ese m¡smo cuerpo legal,

faculta la renunc¡a a los plazos en elArtículo 153 en su parte conducente:

"Renunc¡a o abreviación. El Ministerio Público, el ¡mputado y las demás partes podrán

renunc¡ar a los plazos establecidos en su favor o consentir su abrev¡ac¡ón, por

manifestac¡ón expresa."

En la audienc¡a propuesta será posible establecer la participación, responsabilidad y

culpabilidad del sindicado. Con el consent¡miento del s¡nd¡cado y de las demás partes,

se podÉ renunc¡ar al plazo de tres meses, señalado para el procedimiento preparatorio

y dictar sentencia absolutoria o condenator¡a. Tomando en cons¡derac¡ón lo regulado en

elArtículo 290, del mismo cuerpo legal, que establece en su parte conducente:

'Extens¡ón de la investigac¡ón. Es obligación del Min¡sterio Público extender la

¡nvest¡gac¡ón no sólo a las circunstanc¡as de cargo, s¡no también a las que s¡rvan para

descargo, cuidando de procurar con urgencia los elementos de prueba cuya pérdida es

de temer."
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Por lo expuesto, se considera que el princip¡o de celeridad pro@sal es uno de los má\-:,, -ll
importantes en la primera declaración del s¡ndicado; con su correcta observancia se

evitaría la acumulación de expedientes, descongest¡onado el trabajo en los juzgados al

resolver la situación jurídica de los aprehendidos en el tiempo establecido para cada

audienc¡a.

2.8, Pr¡ncip¡o de publicidad

La publ¡c¡dad pro@sal es perm¡tir el acceso públ¡m a los actos del proceso penal, el

ejercicio de este princip¡o durante el desarrollo de la audienc¡a de primera declaración

otorga la posibil¡dad a los sujetos procesales y a otros interesados, a que puedan tener

acceso a este acto procesal. En un Estado con sistema de gobierno republ¡cano y

democrático, el pr¡ncip¡o de publ¡c¡dad es de apl¡cación bás¡ca para la convivencia

armón¡ca y pacifica de sus hab¡tantes; como lo establece la l¡cenciada Crista Ru¡z

Castillo de Juárez al exponer lo siguiente:

"El princip¡o de public¡dad permite la apertura del proceso para que la potestad jurídica

pueda ser mnoc¡da y controlada por quienes tienen interés dentro del proceso. De

esa manera se lleva a cabo el pr¡nc¡pio democrático de las funciones del Estado

como públ¡cas y que todos los actos pueden ser accesibles a cualquier ciudadano."11

rrRuiz Castillo de Juárez, Crista. Teoría general del proc*o. Pág. 168
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La publ¡cidad de la pr¡mera declarac¡ón, faculta a los ciudadanos a particip) ':,,-/
presencialmenle en las audiencias, escuchando y observando el desarrollo del acto

procesal; con ello se garantiza la transparenc¡a que debe existir en la administrac¡ón de

just¡c¡a, situación que obliga a jueces, defensa técnica y fiscales a mnducir la misma

con apego al debido proceso y con respeto a las garantías constitucionales.

El princip¡o de publicidad de las actuac¡ones proc€sales es un avance sign¡ficativo en

conlra de la arbitrar¡edad y man¡pulac¡ón por parte del Estado, en la constituc¡ón y

funcionam¡ento de los tribunales de just¡c¡a; por ser utilizado como instrumento de

fiscalizac¡ón de las actuaciones jur¡sdiccionales de jueces y mag¡strados. En el derecho

internacional se encuentra regulado en el Artículo l0 de la Declaración Universal de

Derechos Humanos en el sigu¡ente postulado:

"Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída

públicamente y con just¡c¡a por un tribunal independiente e imparcial para la

determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusac¡ón

contra ella en materia penal."

Paralelamente al uso del principio de publicidad, son aplicables los princ¡p¡os de:

¡gualdad, independencia e imparcial¡dad de los órganos jur¡sd¡cc¡onales; estos como

garantlas inherentes a la persona humana y la obligac¡ón de resolver la causa penal

presentada.
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La legislación guatemalteca garantiza este pr¡nc¡p¡o en el Artículo 14 de la Constitució;<- y'

Politica de la República de Guatemala, al establecer en su parte conducente Io relativo

a la publ¡cidad del proceso de la siguiente forma:

"El deten¡do, el ofendido, el M¡n¡ster¡o Públ¡co y los abogados que hayan s¡do

des¡gnados por los ¡nteÍesados, en forma verbal o escrita, t¡enen derecho de conocer

personalmente todas las actuaciones, documentos y d¡l¡gencias penales, sin reserva

alguna y en forma inmed¡ata."

La noma const¡tuc¡onal es amplia y general cuando regula la publ¡cidad de los actos

jurisdicc¡onales en materia procesal penal. Si bien es cierto es un derecho de categoria

constitucional, el Código Procesal Penal determina que Ia función de los tr¡bunales de

justicia en los procesos es obligatoria, gratuita y pública; los casos de diligencias o

actuac¡ones reservadas serán señalados expresamente por la ley; en este sent¡do la

audiencia de pr¡mera declaración debe ser públ¡ca, sin peiuicio de que el tribunal

pueda resolver de of¡cio que se efectúe, total o parc¡almente, a puertas cerradas, lo que

lógicamente obedece a c¡rcunstancias que favorecen una mejor administración de la

justicia penal. Esta restricción al princ¡pio de public¡dad obedece a casos muy

excepcionales, regulados por el Artículo 356 del Cód¡go Procesal Penal, que otorga la

potestad al tribunal para resolver que se efectúe a puertas @rradas total o parc¡almente

cuando:
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-1) Afecte directamente el pudor, la vida o la ¡ntegridad fís¡ca de alguna de las

de persona citada para partic¡par con é1.

2) Afecte gravemente el orden público o la seguridad del Estado.

3) Pel¡gre un secreto of¡cial, particular, comercial o ¡ndust¡ial, cuya revelación indebida

sea Punible.

4) Esté prev¡sto específicamente.

5) Se examine a un menor, si el tribunal considera ¡nconveniente la publicidad, porque

lo expone a un peligro.

La resolución será fundada y se hará consiar en el acla del debate. EI tr¡bunal podrá

imponer a los que ¡ntervienen en el acto el deber de guardar reserva sobre los hechos

que pGsenciaren o conoc¡eren, decisión que constará en el acta del debate.

Desaparecida la causa de la clausura, se hará ingresar nuevamente al públ¡co."

En el legít¡mo ejercicio del derecho a la publicidad de las actuaciones jurisd¡ccionales,

por ser públ¡ca la función jurisd¡cc¡onal y la conducta de los sujetos procesales durante

el acto de primera declaración; su fiscalizac¡ón por parte de la soc¡edad es más fác¡l por

la posibilidad de establecer qué sucede en Ia sala de audienc¡as; en qué grado son

respetados los derechos fundamentales; que informan al acto procesal de primera
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permite que los ciudadanos recobren la conf¡anza en la administración de justicia, las

instituciones que la representan y el ejercicio de la persecución penal. Tamblén se

envia un mensaje a la población como prevenc¡ón general, cuando se dicta

públicamente una medida de coerción personal o patrimonial al s¡nd¡cado y se le l¡ga al

proceso; el mensaje es claro, si viola la ley penal, irá a ju¡c¡o donde existe la pos¡b¡l¡dad

que públ¡camente se le imponga una pena congruente aldelito mmet¡do.

2.9. Principio contradictorio

En el ejercicio del derecho de defensa que asiste al imputado, la leg¡slación procesal

penal establece un régimen b¡lateral y de igualdad de armas; existe la posibilidad de

probar todos los hechos y circunstancias de ¡nterés, para la con'ecta soluc¡ón del caso

por cualquier medio de prueba permitido; es la relac¡ón jurídica que se da entre la

¡mputación y la defensa técnica. Esta s¡tuac¡ón permite la libertad de argumentación

para el Min¡ster¡o Públ¡co, en el momento de e.iercer la persecuc¡ón penal y plantear la

acusación. El sindicado, tiene la facultad de hacer valer sus derechos y garantias,

durante la aud¡enc¡a de pr¡mera declaración, para defenderse de la imputación que se

le hace

Este pr¡ncipio procesal otorga a las partes el derecho a oponerse y contradecir entre sí,

porque tanto el abogado de la defensa técnica, como el fiscal que representa al

M¡nisterio Público; poseen los m¡smos proced¡mientos de ataque y defensa, en
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idént¡cas posibilidades de argumentación jurídica, medios de prueba y medios de :1": -/
impugnación. El tratadista P¡ero Calamandrei, en la traducc¡ón de Héctor Fix Zamudio,

menc¡ona la b¡lateralidad del principio de contrad¡cción como garantía del proceso, en el

siguiente enunc¡ado:

"Elju¡cio oral y público permite la actuac¡ón efectiva de los ¡ntereses indiv¡duales y

sociales que el proceso debe titular. La lucha que se desarolla en la audienc¡a, enlre

la acusación y la defensa y ante un tribunal que ha de juzgar, coloca esos ¡ntereses en

paridad de s¡tuac¡ón juríd¡ca, en donde la l¡bre d¡scus¡ón y el examen bilateral de todos

los actos realiza el pr¡nc¡pio de contradicción y favorece al mismo tiempo el

descubrim¡ento de la verdad".12

Este es el campo de aplicac¡ón de la retór¡ca jurídica, deb¡do a que se da el

enfrentamiento de las partes en un choque de ¡ntereses, argumentac¡ón, modo de

razonamiento e ¡deas opuestas. Eljuez actúa de manera ¡mparcial como un moderador

que controla y dir¡ge la exposición de hechos; de esta manera las partes se controlan

recíprocamente discut¡endo entre si en la búsqueda de la verdad, que ha de

fundamentar sus af¡rmaciones para la correcta apl¡cac¡ón de la .iusticia.

Con este punto se f¡naliza la exposición de los princip¡os proc€sales que informan la

audienc¡a de primera declaración del sindicado. Principios reclores del proceso penal

reconocidos en la Constitución Polít¡ca de la Repúbl¡ca de Guatemala y desarrollados

12 Calamandrei, Piero, El carácter d¡aléctico del proceso, en proceso y democ?cie. Pág. 147
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Guatemala. Texto que reúne la normativa adjetiva procesal penal, regulando todos los

actos que se rea¡izan en el ejerc¡c¡o de la persecuc¡ón penal; garant¡za el desarrollo de

esta audienc¡a oral, para la averiguación de un hecho señalado como delito o falta y de

las circunstancias como pudo ser comet¡do; establec¡endo la pos¡ble part¡c¡pación,

responsabilidad y culpab¡l¡dad del s¡nd¡cado y el derecho a la tutela judicial efect¡va para

la vlctima o el agrav¡ado y el ¡mputado como sujetos procesales; en un Estado

republ¡cano y democrático como lo es Guatemala.
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3. Evaluación técnica de los medios de prueba y los elementos de convicción

3.1. Definición

La prueba penal es el conjunto de elementos mater¡ales, sensor¡ales y psicológicos, con

los que las partes en contienda pretenden influenciar la mente del juzgador; con la

finalidad de produc¡rle la convicc¡ón ps¡cológica, sobre la existencia o ¡nexistencia, la

verac¡dad o la falsedad, de los hechos puestos en su conocim¡ento. Dicho de otra

manera, produc¡r en el ánimo del juez el pleno convencim¡ento de la tesis presentada;

con el fin de obtener una resolución satisfactor¡a a su pretensión procesal. Con el fin de

complementar lo expuesto, se agrega lo siguiente:

'La prueba penal se puede def¡nir como el conjunto de actos procesales, cumplidos con

el auxilio de los medios previstos o implícitamente autorizados por la ley, y

encam¡nados a generar la convicción jud¡c¡al acerca de la ex¡stencia o ¡nexistenc¡a, la

veracidad o la falsedad de ¡os hechos sobre los cuales versa la imputación."13

Son los actos procesales regulados por la ley, que en relac¡ón con personas o cosas

pueden proporc¡onar datos demostrativos de la ex¡stencia de los hechos sobre los que

versa la imputac¡ón; esto perm¡te aljuzgador mediante un proceso mental establecer la

13 Palacios, Lino Enrique. La prusba en el derecho p€nal. Pág. 12
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forma en que pud¡eron haber suced¡do los eventos puestos en

aproximándole a la verdad real, material e h¡stórica de los m¡smos.

La prueba, por sí sola, no produce los resultados esperados en la búsqueda de la

verdad; esto se logra al segu¡r los d¡st¡ntos procedim¡entos: proposic¡ón, ofrecimiento,

dil¡genc¡amiento y valorac¡ón durante el momento procesal oportuno. En este orden de

ideas se comprueba lo expuesto con el s¡guiente enunc¡ado:

"La prueba puede signif¡car lo que se qu¡ere probar (objeto); la act¡vidad dest¡nada a

ello (actividad probatoria); el procedimiento füado por la ley para introducir prueba en el

proceso (medio de prueba); el dato capaz de contribu¡r a¡ descubrim¡ento de la verdad

(elemento de prueba); y el resultado conviccionalde su valoración."14

De lo expuesto se establece que los medios de prueba soñ los procedim¡entos fijados

por Ia ley para introduc¡r datos objetivos, capaces de producir un conocim¡ento real o

probable, de cómo pudieron haber suced¡do los eventos que forman la imputación en

modo, tiempo y lugar; aprox¡mándose a la realidad de los hechos señalados como del¡to

o falta. Para algunos tratad¡stas, son más que procedim¡entos, son considerados actos

procesales de acuerdo con la sigu¡ente cita:

"Medios de prueba son los actos procesales destinados a introduc¡r en el proceso

1a Catrerata Nores, José L Lá prueba en sl poceso penal, Pág. 15
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los elementos de conv¡cc¡ón. Los cód¡gos los regulan

desarrollo, caracterizando el órgano y el proced¡miento
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espec¡ricamente 
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para la recepción."15

La leg¡slac¡ón procesal de Guatemala, regula la forma de aportar la prueba al proc€so

en sus distintas etapas: al momento de ofrecer, presentar, diligenciar y valorar la

prueba. Se considera ¡mportante incluir en la evaluación técn¡ca de los medios de

prueba y elementos de conv¡cción, a los actos jurisd¡ccionales, en part¡cular al ant¡c¡po

de prueba; por las c¡rcunstancias particulares del hecho objeto de invest¡gación. En tal

sent¡do elArtículo 317 del Cód¡go Procesal Penaldispone:

"Cuando sea necesario practicar un reconoc¡miento, reconstrucción, pericia o

inspecc¡ón que por su naturaleza y caracterist¡cas deban ser cons¡derados como actos

definitivos que no puedan ser reproducidos, o cuando deba declarar un órgano de

prueba que, por algún obstáculo d¡fícil de superar, se presuma que no podrá hacerlo

durante el debate, el M¡n¡sterio Públ¡co o cualquiera de las partes requer¡rá aljuez que

controla la investigación que lo realice."

En princ¡p¡o la prueba se dil¡genc¡a, aprecia y valora en el debate oral y público; pero

cuando surge el r¡esgo que ésta se pierda, por efectos del ambiente o s¡luac¡ones fuera

del control jurisdiccional; por ejemploi el testimonio de la víctima de un atentado armado

que se encuentra consciente, en el uso de sus facultades mentales, que va a ser

somet¡da a una ¡ntervención quirúrgica de alto r¡esgo y se teme por su v¡da; su

t5 Clariá Olmedo, Jorge A. Ob. Cit. Tomo Il. Pág. 311
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no puede esperar hasta el debate, debido a su estado de salud fisica. Esta norma trae

impllc¡ta la advertencia de que en n¡ngún caso, el .iuez perm¡t¡rá que se utilice este

med¡o para la formación de un expediente de ¡nstrucción sumarial que desnatural¡ce el

proceso acusator¡o

Los elementos de conv¡cc¡ón, son el resultado obtenido de los med¡os de ¡nvestigac¡ón

util¡zados por el Min¡sterio Públ¡co, durante el procedimiento preparator¡o o de

instrucc¡ón que está regulado en elArtículo 309 del Código Procesal Penal:

"Objeto de la investigación. En la invest¡gación de la verdad, el Minister¡o Público

deberá pract¡car todas las diligencias pertinentes y útiles para determinar la existencia

del hecho, con todas las circunstanc¡as de ¡mportancia para la ley penal. As¡mismo,

deberá establecer quiénes son los partlcipes, procurando su identif¡cación y el

conoc¡m¡ento de las circunstancias personales que s¡rvan para valorar su

responsab¡lidad o ¡nfluyan en su pun¡bilidad. Verificará tamb¡én el daño causado por e¡

delito, aun cuando no se haya ejercido la acción civil."

Los elementos de convlcción pasan a ser prueba durante el debate, a part¡r del

momento en que, como actos procesales externos al proceso, demuestran su

verdadera ut¡lidad en la reconstrucc¡ón del caso cuya af¡rmación d¡o or¡gen a la

¡mputación; ¡nfluyendo en e¡ proceso mental del juzgador al momento de su valoración

para lograr su pleno convenc¡miento, sea éste negativo o pos¡tivo, sobre las
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aflrmac¡ones hechas por qu¡en los presenta. Por esta razón, surge la necesidad dÑ".r-rl
crear una audienc¡a exclusiva para la evaluac¡ón técnica de los medios de prueba y

elementos de mnv¡cción, durante la prime€ declaración del sindicado; para deteminar

su grado de part¡cipac¡ón, responsab¡l¡dad, culpabilidad y con su declarac¡ón aceptando

los hechos probados, se pueda em¡t¡r sentenc¡a en esa audienc¡a; logrando con ello lo

que se ha ven¡do planteando en los capítulos anteriores: la reducción de expedientes

en gestión penal y la aglomeración de personas en los @ntros de reclus¡ón prevent¡va

sumado a los beneflc¡os al sistema procesal penal, que se anal¡zan en el próx¡mo

capítulo de este trabajo.

La evaluac¡ón técnica de Ios medios de prueba y los elementos de convicción, es el

proceso técnico-juríd¡co med¡ante el cual se oto¡.ga el valor probator¡o a los elementos

materiales, sensoriales y psicológicos con los que se pretende convencer aljuez sobre

la existencia o ¡nexistencia, la verac¡dad o la falsedad de los hechos puestos en su

conocimiento; que forman la base sobre la que es presentada la imputac¡ón y la

defensa según sea el caso. A esta evaluac¡ón técn¡ca de los medios de prueba y los

elementos de conv¡cción, también se le conoce como actividad probator¡a de acuerdo

con la sigu¡ente def¡n¡ción:

"Conceb¡da en su unidad, la act¡v¡dad probator¡a puede definirse como el conjunto de

declaraciones de voluntad, de conocimiento o intelecluales, reguladas legalmente y

producidas por los ¡nterv¡n¡entes en el proceso, con la finalidad de adquirir un

conocim¡ento sobre la mater¡al¡dad del objeto procesal, y sobre sus consecuencias
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Legalmente se man¡flesta a través de la regulac¡ón de. 'penales y eventualmente c¡viles.

los med¡os de prueba en su

actividad."16

proyecc¡ón al órgano. al elemento, al objeto y a la

El convenc¡m¡ento positivo o negativo deljuzgador, es el resultado del valor probatorio

que le as¡gne a cada uno de los medios de prueba como resultado del conocim¡ento

cierto y objetivo que puedan aportar al proceso; en el momento de su evaluac¡ón en el

debate oral y público dentro de la act¡v¡dad probatoria.

3.2. Caracteristicas

Los med¡os de prueba y los elementos de convicc¡ón en la audienc¡a propuesta deben

ser: objet¡vos, relevantes, pertinentes y guardar relación directa o indirecta con el

hecho. Durante la averiguación de la verdad la carga material de la prueba corresponde

a la parte acusadora: Otras característ¡cas propias son la libertad para probar lo hechos

por cualqu¡er med¡o y la l¡bre valoración de la prueba. Por su importancia cada una de

estas características es expuesta a cont¡nuación en sus aspectos doctrinar¡os, jurldicos

y legales.

3.2.1. Objetividad

Los medios de prueba y los elementos de convicción deben ser objetivos, no fruto de¡

'6 tb¡d. Pá9 305
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audienc¡a propuesta desde el mundo exlerno, su incorporación debe tener la pos¡b¡l¡dad

de ser controlada por los sujetos procesales. El Código Procesal Penal de Guatemala

regula ambos aspectos de esta caractedst¡ca, con la pos¡b¡lidad de ser utilizada en la

audienc¡a referida, de la siguiente forma:

"Artículo '181. Objetlv¡dad. Salvo que ley penal d¡sponga lo contrario el Minister¡o

Públ¡co y los tr¡bunales tienen el deber de procurar, por sí, la averiguación de la

verdad mediante los medios de prueba perm¡tidos y de cumpl¡r estr¡ctamente con los

preceptos de este Código.

Durante el juic¡o, los tribunales sólo podrán proceder de oficio a la ¡ncorporación de

prueba no ofrecida por las partes, en las oportun¡dades y bajo las condiciones que fija la

ley."

Es importante destacar el hecho de que lo preceptuado en este artículo, faculta al

juzgador para que de oficio proceda a la ¡ncorporación de prueba no ofrecida; esto

contrad¡ce el princ¡pio de imparcia¡¡dad del proceso acusator¡o, por ser el juez un

moderador del proceso y le está vedado el acc¡onar en foma of¡ciosa; siendo todos los

actos a requerimiento de parte, para una ef¡caz aplicación de la justicia penal.
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3.2.2. Relévancia o utilidad

Los med¡os de prueba y los elementos de convicción út¡les, serán aquellos que sean

idóneos para br¡ndar conocimiento acerca de lo que se pretende probar. Durante la

pr¡mera declaración, los ¡ndicios aportados por los sujetos procesales, sirven para

demostrar la veracidad de sus argumentos, afirmación que se comprueba con el

s¡gu¡ente postulado:

"El elemento de prueba será tal

inexistencia del hecho que con

fundar sobre éste un juicio de

procesam¡ento).'17

De lo expuesto se deduce que tamb¡én se considera elemento de prueba, el dato o

rastro maler¡al, que al momenlo de ser presentado durante la audienc¡a de declaración

del imputado; produzca al juez un motivo rac¡onal para sospechar sobre la probable

partic¡pac¡ón del aprehend¡do, en el hecho que se le atr¡buye y basado en esto dicta un

auto de procesam¡ento.

3.2.3. Pertinencia

Los medios de prueba y los elementos de convicción deberán guardar relac¡ón, directa

ái:,x
"l "-,^*r EF

'.k!,'ri)/

no sólo cuando produzca certeza sobre la existencia o

él se pretende acreditar, sino también cuando permita

probabilidad (v.gr., como el que se requiere para el

ri cafferata ño¡es, Jose L Ob. C¡t Pás. 22
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Los medios de prueba y los elementos de convicción deberán guardar relación, d

o ¡nd¡recta, con el objeto de la averiguación. Durante el desarrollo de la audiencia

propuesta, la prueba podrá ser util¡zada para los s¡guientes f¡nes: demostrar la

existencia del hecho, la partic¡pación del imputado, la ausencia o presenc¡a de

agravantes, atenuantes o ex¡mentes de responsabil¡dad penal y la magnitud del daño

causado al bien jurídico tutelado. El postulado antes expuesto se comprueba con el

siguiente enunciado:

"Se entiende por prueba pertinente a aquélla que versa sobre las propos¡ciones y

hechos que son verdaderamente objeto de prueba. La prueba que no verse sobre las

proposiciones y hechos que son ob.ietos de demostración, se denom¡na

impertinente.'18

Durante la audienc¡a de primera declaración será pertinente la prueba documental que

sirve para establecer la ¡dent¡dad del s¡nd¡cado; no una carta de remmendación. Esta

característica la reconoce la legislación procesal penal de Guatemala en el s¡gu¡ente

postulado del Cód¡go Procesal Penal:

"Artículo 183. Prueba inadmis¡ble. Un medio de prueba, para ser admit¡do, debe

referirse d¡recta e indirectamente, al obieto de la averiguación y ser útil para el

descubrim¡ento de la verdad. Los tr¡bunales podrán limitar los med¡os de prueba

ofrecidos para demostrar un hecho o una c¡rcunstanc¡a, cuando resulten

13 RuZ Castillo de Juárez. Crista. Ob. Cit Pág. 191
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manif¡estamente abundantes. Son ¡nadmisibles, en espec¡al,

obtenidos por un medio prohibido, tales como la tortura, la

intim¡dad del domicil¡o o res¡dencia, la correspondencia,

papeles y los arch¡vos pr¡vados."

los elementos de pru

¡ndebida intromis¡ón en

las comunicac¡ones,

la

los

Esta noma también establece la caracteristica de ut¡lidad de la prueba, para su

admisión en la aud¡encia propuesta. En un solo artículo regula dos características de

los medios de prueba y los elementos de convicción; pertinencia y relevanc¡a, como

requisitos esenciales para admitirlos en la pr¡mera declaración y regula taxat¡vamente lo

métodos proh¡bidos para obtener la prueba.

3.2.4. Libertad en los medios de prueba y loa elementos de conv¡cción

En el ejercicio de la persecución penal, durante la aver¡guación de un hecho señalado

como del¡to o falta, todo puede ser probado por cualqu¡er med¡o de prueba. Esta

caracterlstica fue incluida por el leg¡slador en el Artículo 182 del Código Procesal Penal

al momento de establecer:

"Libertad de prueba. Se podrán probar todos los hechos y circunstanc¡as de inlerés para

la correcta soluc¡ón del caso por cualquier medio de prueba petmitido. Reg¡rán en

especial las l¡mitaciones de la ley relativas alestado c¡vil de las personas."
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Esta libertad probatoria no es absoluta ya que t¡ene l¡mitaciones en relac¡ón con el.

objeto y el med¡o util¡zado para probar un hecho. No se puede ofrecer un medio de

prueba que haya sido adquirido: violentando los derechos del ¡mputado, el debido

proceso o por un med¡o prohib¡do como la tortura; la ¡ndebida intromis¡ón en la int¡midad

del dom¡c¡l¡o o res¡dencia, la correspondencia, las comunicaciones, los papeles y los

arch¡vos pr¡vados.

3.2.5. La carga mater¡al de la prueba corresponde a la parte acusado¡a

En mater¡a procesal c¡vil corresponde a las partes probar sus afirmaciones en el

momento de plantear su pretensión procesal. En consecuencia, la persona que afirma

un hecho debe probarlo. En este orden de ¡deas la técnica procesal civ¡l ex¡ge lo

s¡guiente:

"Estrictamente dentro de lo procesal, la carga de la prueba s¡gn¡f¡ca la conduc{a

¡mpuesta al litigante para acreditar ¡a verdad de los hechos enunciados en la demanda

o su contestac¡ón y toca ¡ndist¡ntamente al actor y al demandado."le

S¡n embargo, este enunc¡ado no es aplicable al proceso penal porque el s¡ndicado goza

del derecho a la presunción de ¡nocenc¡a. Este estado o derecho radica en el respeto a

la dign¡dad personal del impuiado; en el ejercicio de esta garantía procesal se le

reconoce durante todo el proceso, un estado juridico de no culpab¡l¡dad, respecto del

l(."..^ ")
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sentencia debidamente ejecutoriada. Por consiguiente, en el acto de primera

declarac¡ón del s¡ndicado, conesponde al M¡nisterio Públ¡co presentar los med¡os de

prueba y los elementos de convicc¡ón para lograr el convenc¡m¡ento del juez sobre la

existencia del hecho calif¡cado como del¡to, las circunstanc¡as particulares en las que

fue cometido, la posible part¡c¡pación del sindicado en modo t¡empo y lugar; para lograr

que se le decrete el auto de procesam¡ento y quede ligado a proceso.

Por lo expuesto, se puede afirmar lo s¡guiente: aunque la defensa asuma una actitud

pasiva, cuando el señalamiento de la com¡sión del hecho delictivo por parte de la

fscalía del Minister¡o Público; los medios de prueba y los elementos de convicción no

logran desv¡rtuar la presunción de inocenc¡a; el juez tendrá que decretar la falta de

mér¡lo.

Sólo la convicc¡ón firme y fundada en los medios de prueba y los elementos de

conv¡cción, legalmente obten¡dos, que demuestren la ex¡stenc¡a del delito y la probable

culpab¡lidad, participación, responsabilidad del ¡mputado; pem¡tirá que se aplique la

pena prevista en la leg¡slación penal sustantiva; pues sólo así habrá quedado

desv¡rtuado el princ¡pio de ¡nocencia.
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3.2.6. Libertad en la evaluación de los medios de prueba y los elementos

convicc¡ón

La libre valoración de la prueba es característica bás¡ca del s¡stema procesal penal

acusatorio; podrá ser util¡zada y exigida durante la audiencia sugerida, partiendo de la

base que en este s¡stema procesa¡, se trata de aprec¡ar la act¡vidad probatoria de los

intervinientes, sin que el juez se encuentre obligado a seguir normas probator¡as.

Verbigracia: dispos¡ciones legales acerca de la ef¡cacia de las pruebas o dispos¡ciones

que establezcan los presupuestos, bajo los cuales un hecho debe considerarse

acreditado dentro del proc€so. En este sentido el magistrado César Barrientos Pellecer

cuando redactó la exposición de motivos del Código Procesal Penal; puso de manif¡esto

lo siguiente:

"Como base legal del régimen probatorio del sistema acusator¡o, se encuentra:

a) La libertad de prueba, que se consagra en el artículo 182...

b) La legalidad de la prueba, artículos 182, 186...

c) Que los med¡os de prueba util¡zados se ref¡eran d¡recta o indirectamente al objeto

de la averiguación y sean útiles para el descubrimiento de la verdad.

63



d) La libre y rac¡onal conv¡cción del juez, basándose en cualquier medio

legalmente aducido en el proceso, s¡n sujec¡ón a tarifa alguna (sana crít¡ca

articulo 186)."20

La sana crítica razonada es el proceso cognosc¡tivo med¡ante el cual se une la lógica y

la experienc¡a a los med¡os de conv¡cc¡ón, sin el exceso de conceptos abstractos de

carácter ¡ntelectual, observando las normas que gob¡ernan el raciocinio humano, como:

la lóg¡ca, la ps¡cología y la experiencia común, para asegurar el más certero y ef¡caz

razonam¡ento al momento de la evaluac¡ón de los med¡os de prueba y los elementos de

convicción. Con el uso de la sana crítica razonada eljuez t¡ene l¡bertad para alcanzar o

no la convicción de la existencia un hecho, la posible part¡cipac¡ón del imputado y el

daño causado al b¡en jurídico tutelado. Si b¡en es cierto todo esto es pos¡ble, m¡entras

no sea cuest¡onada la exper¡encia, honor.abil¡dad y prob¡dad ¡nherente a la alta

¡nvestidura que ostenta el juez y que son generalmente reconocidas o se trate de

dec¡siones absurdas o arbitrar¡as-

Por lo invest¡gado sobre esta característica se puede señalar que en el sistema

procesal penal acusatorio no existe limitación de elementos de conv¡cc¡ón que pueden

emplearse. Durante la pr¡mera audienc¡a no se establecen a pr¡or¡ el valor probator¡o de

los elementos de convicción, que pueden producirse en la aud¡encia propuesta; no se

limita el número de medios de investigación que puede pÍesentar cualqu¡era de las

. ,,,..i;, 'l

.. -".v
probatorio ..:- j/

razonada,

'?o 
Barientos, César. Ob. Cit Pág. Lvill
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partes durante la pr¡mera aud¡encia; caraclerísticas distintivas e ¡nevitables del "i"t"r*¡.,
de l¡bre valorac¡ón de la prueba.

3.3. Consideraciones históricas sobre la evaluación técnica de los medios de

prueba y los elementos de conv¡cción

La prueba penal en los ¡nicios de la human¡dad tuvo poca o nula relevancia. Por lo

general cuando un miembro del grupo humano cometía un crimen dejaban a cargo de

la divinidad, los espíritus o los elementos como el a¡re, el agua, el fuego o la tierra el

señalamiento de su culpab¡lidad o ¡nocencia. En la búsqueda de un medio que sirvieÍa a

la soc¡edad para facil¡tar un modelo de justic¡a, los religiosos sugirieron como soluc¡ón

ideal a los conflictos la ayuda de Dios; esta solución es a la que se denominó ordalia,

un sistema metafis¡co aplicado a la just¡c¡a humana. Consistía en una prueba entre la

magia, la fantasía y las creenc¡as rel¡giosas, con el objeto de demostrar la culpab¡lidad o

¡nocencia del acusado ¡nvocando el arbitrio divino. Por consiguiente, era competencia

de los sacerdotes considerados por los miembros del grupo humano como

¡nterlocutores entre la d¡v¡nidad y los hombres.

Estas prácticas fueron utjlizadas por los hebreos, as¡rios, babilonios y grupos humanos

de América; en Europa Occ¡dental fueron los pueblos de or¡gen germánico quienes las

in¡c¡aron y el crist¡anismo antiguo las adoptó en los procesos de derecho penal.
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busca la forma pacífica de elim¡nar los abusos del más fuerte; quien tenia suficientes

medios económicos para sobornar a los encargados de impartir just¡cia, hombres de

carne y hueso débiles frente la tentación mundana. Ante la falta de certeza juridica y la

inexistencia de los medios de prueba y los elementos de convicc¡ón como se conocen

en la actualidad; encontró la soluc¡ón a sus confl¡ctos en los ju¡cios de Dios. En relac¡ón

con lo antes expuesto, eltraiad¡sta Cafferata Nores establece:

.Sin embargo, a muy grandes rasgos, es posible establecer dos momentos netamente

def¡nidos. En el pr¡mero se ponía a cargo de la div¡nidad el señalamiento del culpable, y

los tribunales se l¡mitaban a practicar los actos necesarios para que aquélla se

manifestara (v.gr., ju¡cios de Oios, ordalías, etc.).

En el segundo se impuso a los jueces el deber de fomarse por si mismos

convencimiento sobre la culpabilidad del acusado, mediante la ut¡lizac¡ón de

capac¡dad ¡ntelectual: aquí aparec¡ó la prueba."2l

Eljurista argentino hace referenc¡a a dos estadios de la human¡dad claramente notables

dentro de la h¡stor¡a de la prueba penal; s¡endo el segundo el de mayor interés por ser

el origen de los med¡os para e¡ descubrimiento y la valoración de los datos probator¡os y

la consolidac¡ón de las reglas de la sana crítica en la aprec¡ación de la prueba.

el

2rCaferata Nores, José L Ob. Cit Pág.4
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A criterio del autor Clariá Olmedo: "Los pr¡meros vestigios de una regulación punitiva dXIsJ)/
alguna ¡mportancia aparecen cuando los ¡ntereses trascienden de lo ¡ndividual a lo

colect¡vo, es el germen de la penal¡dad como idea públ¡ca. Antes de ello las

transgres¡ones al orden se resolvian pr¡mero por reacción d¡recta del ofendido, su

familia o clan familiar, poco después surgió la mediación de un particular y en algunos

casos se trataba de un órgano públ¡co, ejemplo de esto fue los asuntos sometidos a

conocimiento del consejo de ancianos del pueblo.'22

La reacc¡ón pr¡vada comenzó en forma ¡ndividual y con el t¡empo se transformó en

colect¡va, en la búsqueda de la satisfacción personal o del grupo. Era una reacción

ciega, ímpulsada por un senfimiento de venganza y no de juslicia; la aparición def

intermediario fue un notable progreso para la solución de problemas privados originados

por el incumplimiento de acuerdos entre los habitantes de la comunidad. Si b¡en es

c¡erto su or¡gen fue de carácter privado, su ¡ntervenc¡ón era requerida para solucionar

controvers¡as públicas y penales acc¡onando como en los mnflictos privados, aunque

se tratara de un órgano de la autor¡dad o de carácter popular. A veces esa idea

pr¡vat¡sta de conc¡liador fue complementada por los germanos con la intervención

div¡na, se puede decir que fueron los inicios de un ¡ncip¡ente procedimiento penal que

de alguna forma satisfacía los requer¡mientos colect¡vos de la época hasta la llegada de

la cultura greconomana, en Roma se d¡st¡ngue entre del¡cta pública y delicta privata, se

proporc¡ona el c¡miento de todo un conjunto normat¡vo que caracterizará el contenido

del derecho procesal penal.

??Clariá Ohedo, Jorge A. Ob. Cit Tomo L Pág.43
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Al f¡nal de esta época se advierte el auge del sistema inquisitivo, como es expuesto pox{-,
el doctor Leonardo D. Balcazas: "La Ordenanza de 1454 ¡ntroduce el derecho romano-

canónico a Francia. Fue el primer texto s¡stemát¡co escr¡to en latín y en francés. Con

esto el proceso penal inquisitivo se encaminó lentamente hacia su codificación definitiva

por medio de la Ordenanza de 1498 durante el re¡nado de Luis Xll, y la Ordenanza de

1539 que reguló la organización jud¡c¡al fijó def¡nitivamente el procedim¡ento penal

inquisitivo en Francia, logrando de esta forma el tr¡unfo de la jurisdicción real. La

Ordenanza cr¡minal de 1670 fue la obra cumbre del sistema penal ¡nquisit¡vo, lo

organizó, af¡nó sus métodos y técn¡cas, en su ejerc¡cio se comet¡eron innumerables

abusos e injusticias en nombre del rey."23

Es importante recordar que la prueba mmo ¡nstituc¡ón del derecho procesal penal, no

ha evolucionado al ritmo de la c¡vilizac¡ón, ha segu¡do los lineamientos de los sistemas

políticos y formas de gobierno durante las d¡st¡ntas épocas de la h¡stor¡a; como

consecuencia ha llevado a los pueblos a luchas internas para superar algunos per¡odos

nefastos y total¡tarios, ejemplo de ello la Revolución Francesa de 1789 a 1799. Otro

factor determ¡nante es la influenc¡a que ejerce en la prueba el s¡stema procesal donde

ésta ha de ser valorada; en un s¡stema procesal inquis¡t¡vo la prueba posee una

importancia relativa, en virtud de que el s¡stema político autoritar¡o presupone la

culpab¡lidad del imputado dentro deljuic¡o sumario al que se le somete. Contrario sensu

en el sistema procesal acusatorio la prueba t¡ene relevancia esenc¡al, sólo la prueba es

?r Balcazas, Leonardo D. Sbtem¡ inqubi6vo. httpj Nww.galeon.com/elojodelleguleyc'/produclos1249049.htrnl
(Guatemala, 14 dejulio de 2013)
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fuente de conocimiento para descubrir la verdad de los hechos que conf¡rman

desvirtúan el estado de inocencia del sind¡cado.

La base teórica del actual derecho procesal penalfue c¡mentada en Europa, tial como lo

expuso el profesor Clariá Olmedo:

"Con el ponderable esfuezo de algunos posglosadores y de otros comentar¡stas

posteriores, los procedimientos penales toman un nuevo y ponderable empuje. Puede

af¡rmarse que con ellos queda cimentada en Europa la base teór¡ca del actual derecho

procesal penal. En ella se asientan los cód¡gos dictados hasta varios s¡glos después,

Pero tamb¡én muchos de esos princ¡pios han servido pata apoyar el más crudo

inquis¡torial¡smo de los siglos inmediatos."2a

Desafortunadamente con la llegada de los españoles a tierras amer¡canas, trajeron

consigo el s¡stema procesal penal inquisit¡vo predominante en Europa con todos sus

vicios y defectos; otro de los muchos males ¡mportados por los colonizadores.

La corona española gobernó sus provinc¡as en América utilizando los pr¡nc¡pios que

apoyaron al sistema inquisit¡vo durante su desarrollo; en espec¡al el Tribunal del Santo

Ofcio que fue creado en 1480 y se extendió a cas¡ toda España y a sus provincias en

Amér¡ca durante la época colonial; tal como lo ¡ndica el autor Leonardo D. Balcazas en

su obra Sistema lnquisitivo; estaba fomado por un consejo supremo de apelación,

'z4 Clariá Ohedo, Jorge A. Ob. Cit Pág. 43
69



Ái1DX
't t-+-'.\
_ t r¡ciÉrafta ltl
t._-,ri/

presid¡do por el inqu¡s¡dor general e ¡ntegrado por tres monies y tribunales inferiores, se*Ir/
organ¡zó para conocer solamente asuntos relacionados con la fe en especial las

herejías, pero la real¡dad fue otra; su f¡nalidad era mantener el poder y absolut¡smo real;

las características esenciales del proceso penal ¡nquisitivo que ejercía fueron extremas,

el proceso sumario ante estos tribunales se real¡zaba con secreto absoluto de las

actuac¡ones que comprendía, el nombre de los denunc¡antes, los testigos de cargo y

hasta la m¡sma sentencia. En consecuenc¡a, el s¡ndicado declarado absuelto seguia

somet¡do a medidas de merdón personal y patrimon¡al mientras no presentara su

solic¡tud de libertad; porque de oficio no se ejecutaba y en muchos casos terminaba su

v¡da en la pr¡s¡ón; el hermetismo jud¡c¡al fue extremo, en la comunidad práct¡camente

sólo constaba la desapar¡c¡ón de un vecino, sin saber que este murió en pr¡s¡ón. La

obligac¡ón de delatar, aun entre parientes próximos con el f¡n de adquir¡r infomación a

toda costa y tornar punible hastia el silencio, el interrogatorio del s¡nd¡cado baio

juramento y tortura s¡n que existieran priv¡legios personales que exim¡eran de la

apl¡cación del tormento; la lista de atrocidades es grande. En resumen, estas fueron

algunas de las injust¡cias sufr¡das por los pobladores de la América mlon¡al, elTribunal

del Santo Oficio fue abol¡do def¡nit¡vamente en 1820.25

"En 1808 la ocupac¡ón fÍancesa en España provocó un caos político en la península

¡bérica que obligó a la formación de diferentes grupos de resistencia popular que fueron

':s Balcazas, Leonardo D. ob. cit
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conoc¡dos como Juntas. Estas crearon un gob¡erno español clandestino y promulgaroN(¡.;/

la Constilución de 1812 la cualtuvo un efecto directo en toda América "26

La burguesia criolla de Guatemala aprovechando el caos polít¡co que se vivía en

España, dec¡dió declarar su independenc¡a política el 15 de septiembre de 1821; fue un

mov¡miento esencialmente elitista, que no supuso una mejora inmed¡ata de las

condiciones generales de v¡da del pueblo guatemalteco; situación que ha s¡do la

constante en los camb¡os al sistema procesal penal y que se trata de cambiar con la

promulgac¡ón del Decreto 5'l-92 reconoc¡do en la exposic¡ón de motivos:

'La ¡ndependencia de España, en 1821 , dejó ¡ntacto el procedimiento inquis¡tivo, escrito

y semisecreto, formal y burocrático."'?7

Como lo indica el doctor De Mata Vela en su tesis docloral; la emancipación politica de

Ia corona española en '1821 fue el momento propic¡o para realizar cambios estructurales

que dieron or¡gen a un nuevo país con gobierno republicano. Pata mantener la paz y

armonía de los hab¡tantes de Guatemala, fue necesar¡o cambiar la administrac¡ón de

just¡c¡a; en 1836 se adopta un modelo de just¡c¡a penal opuesto al nefasto s¡stema

inquisitivo con la aprobación de los Cód¡gos de Livingston. Fue lamentable que la

d¡v¡s¡ón de poderes fuese la razón principal de pugnas entre los partidos l¡berales y

conservadores; esta lucha de poder terminó por derrocar al gobierno republ¡cano del

']6 httpJ/es.wik¡pedia.org^,viki/lndepeñdencia-de-Centroamo/oc3%Agrica. lndepen.lenc¡a de c€ntroaírédce.
lcualemala, 14 de jLrlb de 20131' Barieñlos, César. Ob. Cit Pá9. lV
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doctor Mariano Gálvez, quien

público, truncando la creación

a la legislación penal colon¡al.

de tribunales ¡ndepend¡entes del poder público. volviendo

Tras la supresión de los Códigos de Livingston surge e¡ Cód¡go Procesal Penal de 1877 ,

con la tendencia inquis¡t¡va de la época mlonial. V¡gente por 21 años, hasta que

durante el gobierno del general José María Reina Barr¡os, es promulgado el Código de

Procedimientos Penales de Guatemala; contenido en el Decreto 551 de fecha 7 de

enero de 1898, qu¡enes lo impulsaron man¡festaron que seguia un s¡stema mixto por e¡

hecho de que el proceso penal se desarrollaba en dos fases; la de instrucción o sumario

y la de iuicio o plenaria. Procedimiento escr¡to para ambas fases, un solo juez lo

conlrolaba en todas sus actuac¡ones con el agravante de tener amplias facultades

discrec¡onales, procediendo de ofic¡o durante todo el proceso hasta el momento de

dictar sentencia.2s

La evaluac¡ón técn¡ca de los medios de prueba y los elementos de convicción no

existia como tal, ya que la valorac¡ón de los med¡os de prueba era tasada. La prueba

presenlada durante el sumar¡o, servía paÉ susteniar la sentenc¡a; con espec¡al

atenc¡ón a la declaración indagatoria y posterior confesión del sindicado. El Código de

Proced¡m¡entos Penales de Guatemala sigu¡ó los princip¡os procesales del sistema

¡nqu¡sit¡vo durante 75 años, hasia que fue derogado por el Código Procesal Penal,

contenido en el Decreto 57-73 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala. Si bien es

'z3 De Mata Vela, José Francrsco. La reforma procésal p€nal de cuatemala. Pág- 15
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cierto este cód¡go presentaba una estructura formal con pr¡ncipios que lo ubicabaÑgi

dentro de un s¡stema procesal penal mixto, la realización de los procedimientos

cont¡nuó bajo el sistema inqu¡sitivo. No hubo cambios en la adm¡nistrac¡ón de justic¡a,

tal como lo expone el licenciado Pellecer:

"Los Códigos Procesales dictados en 1887, 1898, y 1973 mantuv¡eron por el peso

determinante de la fase de instrucción y el rol invest¡gador de los jueces el sistema

colonial, caracterizado por el enjuic¡am¡ento sin garantías y contrario al método

universal de procesamiento surgido y perfeccionado con la Declarac¡ón de los

Derechos Humanos para ¡mped¡r excesos de poder y digniflcar a las personas.'te

La incorrecta apl¡cac¡ón de la ley, ausenc¡a de evaluación técnica de los medios de

prueba y los elementos de conv¡cción, valoración de la prueba tasada y las facultades

discrecionales otorgadas a los operadores de justicia; fueron los factores determinantes

durante todo el proceso penal, que hacían mater¡almente imposible, obtener avances

en el tema de la administrac¡ón de justic¡a.

La globalización de la economía fue elfenómeno que vinculó a los países de la región,

est¡mulando la l¡bÍe circulación de b¡enes y serv¡cios. Surgieron las cond¡c¡ones

necesarias para la inversión de capiiales extranjeros. Los países involucrados en aquel

crecimiento económ¡co, fomentaron la creación de condiciones de seguridad jurid¡ca,

para otorgar certeza a las relac¡ones comerciales. La base para que esta condición se

s Barientos, César. lbid. Pág. V
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cumpliera fue el monopolio de la v¡olencia por parte del Estado y la

persecución penal, sin abusos de poder, garantizando el respeto a los

humanos y a la dign¡dad de las personas.

Guatemala no fue ajena a estos cambios económicos. En consecuencia, durante la

administración judic¡al del doctor Edmundo Vázquez Martínez, son invitados los juristas

argentinos Alberto Binder y Jul¡o Ma¡er; a preparar la primera inic¡ativa de ley para el

Cód¡go Procesal Penal. Propuesta que fue presentada para su discusión al Congreso

de la Repúbl¡ca en 1990 y posterior aprobación, el 28 de sept¡embre de 1992 después

de haber cumpl¡do con todos los requerim¡entos, formulados por la comisión de

leg¡slación y puntos const¡tucionales del hemic¡clo parlamentario.

Esta es la primera vez en la histor¡a de la administración de justicia en Guatemala, que

un cuerpo legal en materia procesal, regula el proceso penal en cinco etapas, de la

s¡guiente forma:

a) Etapa preparatoria. lnic¡a con el señalam¡ento de un hecho con apar¡encia delict¡va,

el Mjn¡sterio Públ¡co es el que t¡ene la responsabilidad de la invest¡gación, deb¡endo

recabar ev¡denc¡as, pract¡car d¡ligencias y establecer la existencla del hecho y la

pos¡ble participación del sindicado. Cuando ex¡sten sufic¡entes elementos de

conv¡cción presenta la acusac¡ón. Esta etapa está controlada por el juez de primera

instanc¡a penal, qu¡en fiscalizará el cumplimiento de las leyes procesales, los plazos

y las garantías procesales.
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. f:.;
b) Etapa intermedia. Tiene por objeto la evaluación de los elementos de convicc¡ón para'--:: -/

establecer si existe o no fundamento para someter al sindicado a juic¡o oral y públim;

se presentan, discuten y valoran los elementos de convicción para citarlo a juicio

penal, por su posible part¡c¡pación en el hecho delictivo que se le atr¡buye, así como

serv¡r de filtro para ev¡tar acusaciones sin fundamento. La etapa ¡ntermedia, como su

nombre lo indica, se encuentra entre la etapa de investigación y la etapa del

desarrollo de los medios de prueba (debate) y sólo se centra en la discusión de

elevar o no el proceso a juic¡o oral y público.

c) Etapa de ju¡cio oral. Es el debate donde se hacen ev¡dentes las caracteristicas del

procedimiento acusatorio; durante su desarrollo se pract¡can los pr¡ncip¡os de

oralidad, inmediación, concentración y publicidad; en esta etapa se presentan,

¡ncorporan, d¡scuten y valoran los med¡os de prueba, se escuchan los argumentos,

conclus¡ones, pretens¡ones y alegatos de las partes y se dicta sentencia.

d) Etapa de impugnación. Durante esta fase procesal se regula la rev¡s¡ón de la dec¡sión

judicial cuando causa agÍav¡o. Not¡fcada la sentenc¡a, la parte agraviada puede

solic¡tar su revisión ante un tr¡bunal de a¡zada, el cual deberá determinar la v¡abil¡dad

o no del recurso.

e) Etapa de ejecución penal. El objeto de esta etapa es asegurar el cumpl¡miento de las

penas y med¡das de seguridad impuestas. Eljuez de ejecuc¡ón es el responsable de

f¡scalizar el cumpl¡miento adecuado del rég¡men pen¡tenc¡ar¡o; para el ejerc¡c¡o de



esta act¡vidad dispondrá las inspecciones necesar¡as en los

carcelarios.

Paralelo al proceso penal común, el Cód¡go Procesal Penal de Guatemala regula otros

proced¡m¡entos especifims, igual de importantes para soluc¡onar los confl¡ctos penales

que surgen en la conv¡vencia soc¡al. Estos son: el procedimiento abreviado; el de

apl¡cación exclus¡va de med¡das de seguridad y coirección; proceso de medidas

desjud¡c¡alizadoras; el de resolución de confl¡ctos y el de adolescentes en confl¡cto con

la ley penal.

Es un cód¡go garantista con subord¡nación a la Constitución Política de la República de

Guatemala, Íegula los medios de prueba y los elementos de convicción; así como su

valoración en un sistema acusatorio. Lleva cons¡go la mater¡al¡zac¡ón de la inmediación,

la publicidad, la oralidad y el contradictor¡o en elju¡cio.

El Decreto 51-92 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, cont¡ene el actual

Cód¡go Procesal Penal; fue sancionado por el Organismo Ejecut¡vo el 7 de diciembre de

1992 y pub¡icado en el Diar¡o de Centro América el 14 de diciembre de 1992.

La reforma procesal penal que introdujo este texto legal varió los métodos anacrón¡cos

de adm¡nistrar justicia, el proceso de adecuac¡ón y reacomodo del sistema penal, pero

t¡anscurrieron dos años para que entraft¡ en vigenc¡a. Ante la resistenc¡a de sectores

que se oponían al proceso oral; argumentando algunos abogados litigantes que



estaban acostumbrados al desarrollo forense de sus actividades dentro de un

escr¡to.

Otro de los inconvenientes fue que no se contaba con salas de aud¡enc¡a aprop¡adas

para celebrar los juic¡os orales y públicos. En consecuencia, fue hasta el I de julio de

1994 que dio inicio su vigencia. Esta reforma resultó admirable, por las características

em¡nentemente ¡nquisidoras que mostraba el Código Procesal Penal anterior, que se

basaba en un proceso escr¡to, secreto y no contradictor¡o. El año de 1994 fue espac¡o

para camb¡os relevantes de s¡stema penal, la persecución y castigo cr¡minal.

Fue necesario hacer esta reseña histórica de manera general para just¡f¡car la

defin¡c¡ón de la evaluación técnica de los medios de prueba y los elementos de

conv¡cción; al exponerla como:

El proceso técn¡co juríd¡co, mediante el cual se otorga valor probator¡o a los elementos

materiales, sensor¡ales y psicológicos; con los que se pretende convencer aljuez sobre

la ex¡stencia o ¡nexistencia, la veracidad o la falsedad de los hechos pueslos en su

conocim¡ento, que forman la base sobre la que es presentada la ¡mputación y la

defensa según sea el caso.

Este pro@so técnico jurídico no es aplicado duÍante la aud¡enc¡a oral de primera

declaración del s¡nd¡cado. Limitándose eljuzgador a recibir los ¡ndic¡os que presenta el

M¡n¡sterio Público y con base en ellos d¡cta el auto de procesam¡ento. Cuando



s¡nd¡cado en el hecho punible que se le atribuye o bien el mismo no mnst¡tuye delito;

otorga libertad por falta de mérito s¡n llegar a profundizar en la verac¡dad de los

argumentos que los sujetos procesales exponen y que son susceptibles de probar la

existenc¡a o inex¡stencia de los hechos, a través del anális¡s de la prueba ind¡c¡aria.

Todo lo expuesto, es el resultado de la imposibilidad material para rcallzaÍ ul'a

evaluación técnica de los med¡os de prueba y los elementos de convicc¡ón, en una sola

audiencia

3.4. lrétodos de evaluac¡ón

La etimología de la palabra método, es un derivado de las palabras gr¡egas meta (más

allá) y hodos (camino), en sentido literal: camino o vía para llegar más lejos. Aplicada al

derecho proc€sal se puede decir: es el modo ordenado y s¡stemático de proceder para

llegar a un resultado o fin determ¡nado.

Con relación a la evaluac¡ón de los med¡os de prueba y los elementos de convicc¡ón el

doctor Cafferata Nores establece:
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"Tres son los pr¡ncipales s¡stemas de valoración

prueba legal, el de la intima convicc¡ón y el

racional".30

prueba que se conoce: el

libre convicc¡ón o sana

de la

de la crít¡ca

Con el respeto que merece el ilustre jurista argentino se consideÍa que es mejor

llamarlos métodos de evaluación; porque elsistema es el conjunto de reglas o princ¡pios

sobre una materia racionalmente enlazados entre si; y el método es el proced¡m¡ento

que se s¡gue en las c¡encias para hallar la verdad y enseñarla. El derecho procesal

penal es una c¡encia, el proceso penal t¡ene como fin la aver¡guación de la verdad. Por

cons¡gu¡ente, del anál¡s¡s de ambas definiciones se concluye que es mejor

denominarlos métodos de evaluación.

Los métodos de evaluac¡ón son: el de la prueba legal, el de la íntima convicción y el de

la libre convicción o sana crítica razonada. Por su importancia en el desarrollo de la

aud¡encia propuesta, se anal¡zan por separado, de la forma s¡guiente:

3.¡1.1. Pruoba legal

El proced¡miento seguido con este método se encuentra prefijado por la ley procesal. La

norma legal le muestra al juez las cond¡ciones para consjderar positivo o negativo un

hecho o circunstanc¡a; tener el pleno convenc¡miento de su existencia. Señalándole

cuando no debe darse por convencido, aunque de hecho lo esté.

$ Cañerata Nores, José L Ob. Cit Pág. 44
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Método prop¡o del s¡stema ¡nquisitivo, aplicado durante las etapas oscuras de bQllr/
humanidad. Usado por las dictaduras con escasa libertad; bajo este método, la ley

establece las reglas de valorac¡ón de la prueba, situación negativa para la aver¡guac¡ón

de la verdad reale h¡stór¡ca sobre los hechos atribuidos alsindicado.

En la actualidad se encuentra abandonado, aunque sus reglas no deben ser

descuidadas a la hora de la libre valoración deljuez; porque sintet¡zan en muchos casos

criter¡os ind¡scutibles de sent¡do común. En este orden de ideas el doctor Caffe¡ata

Nores comparte esta reflexión, al c¡tar al autor Leone de la siguiente forma:

'Aquel régimen no era fruto de un planteam¡ento arbitrario, s¡no que, por el contrario,

constituía el resultado de un conjunto de experiencias que, si no satisfacen ya a la

conciencia jurídica de la sociedad, pueden valer todavía, por lo menos, como

sugerencia de part¡culares cautelas en elexamen crítico de las pruebas".31

En el proceso evolutivo de la sociedad y ante nuevos desafíos en la búsqueda de

verdad, no deben dejarse de lado los aspectos posit¡vos que puedan aportar

proceso, este método en particular.

la

al

"' tua. ea,g. as
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3.4.2. ínüma convicción

Con este método el juez es l¡bre de evaluar y aprec¡ar la prueba, lograr el pleno

convencimiento según su ínt¡mo parecer, de la existenc¡a o inexistencia de los hechos

según su leal saber y entender. Esto puede caracte¡izarse como una ausencia de reglas

prev¡as, dest¡nadas a cond¡cionar la decisión.

La ínt¡ma convicción también es conocida como valoración según conciencia. Si b¡en

es un método propio de los jurados populares anglosaiones, t¡ene una ventaja sobre el

de la prueba legal; no obl¡ga la convicción del juez a formalidades preestablec¡das. El

doctor Rossi, cita aljurista Veles Mariconde; cuando se refiere a las directivas para los

jurados. Conten¡das en el Codigo de lnstrucc¡ón Criminal; transcribiendo lo s¡guiente:

"La ley no pide cuentas a los jurados de los medlos por los cuales se han

convenc¡do; no les prescribe de n¡ngún modo reglas de las cuales deben hacer

depender part¡cularmente la plenitud y la suf¡ciencia de una prueba; les presc¡¡be que

se ¡nterroguen a sí mismos en el silenc¡o y recogimiento y a buscar en la sinceridad de

de sus conc¡encias, qué impresión les han produc¡do sobre su razón, las pruebas

recog¡das contra el acusado y los medios de defensa."32

El hecho de no tener la obligación de seguir procedimientos preestablecidos por la ley,

en el momento de la evaluación de los medios de prueba y los elementos de

t Vtquez Rossi, Jorge Eduado. DeÉcho proc€sál penel. Tomo ll. Pág. 334

81



conv¡cc¡ón, n¡ tener la obligación de fundamentar las decisiones jud¡ciales; tiene

consecuenc¡a, el peligro de resoluciones arbitrarias, injust¡c¡a notoria e ¡mpunidad.

3.4.3. Libre convicción o sana crítica rac¡onal

Este método permite al iuzgador ltegar al pleno convencimiento con total libertad

utilizando el razonamiento crítico en el momento de calificar las pruebas; que servirán

para fundamentar el fallo judicial. Semejante al método de la ínt¡ma convicc¡ón, aquí no

existen reglas jurídicas que l¡m¡ten las pos¡b¡lidades de convenc¡m¡ento del juez, pero

¡mponen un límite a esa libertad: el respeto por las normas que gobiernan el

pensam¡ento humano; la lógica, la ps¡cologla, vivencias y exper¡encias que regulan las

operaciones mentales e intelectuales. En este sent¡do un cr¡ter¡o part¡cular es el

s¡guiente:

"La sana critica racional se caracter¡za, entonces por la posib¡lidad de que el magistrado

logre sus conclusiones sobre los hechos de la causa valorando la ef¡cacia conv¡ccional

de la prueba con total libertad, pero rcspetando las normas de la lóg¡ca (constitu¡das por

las leyes fundamentales de la coherenc¡a y la derivac¡ón, y por los pr¡ncipios lóg¡cos de

ident¡dad, de no contrad¡cción de tercero excluido y de razón suf¡c¡ente), los princ¡pios

¡ncontrastables de las ciencias (no sólo de la psicología, util¡zable para la valoración de

dichos o actitudes) y la exper¡enc¡a común (constituida por conocim¡entos vulgares

ind¡scut¡bles por su raíz c¡entíf¡ca; v.gr., inercia, gravedad)."33

33 Cafierata Nores, José L Ob. Cit Páq. 46
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La unión de estos postulados permite aljuez llegar al pleno convencimiento de la forma:-.-,,. ,
en que posiblemente sucedió el hecho puesto en su conocimiento, durante la aud¡encia

de primera declarac¡ón; aprox¡mándose a la verdad real material e histór¡ca del m¡smo,

d¡go aprox¡mándose a la verdad, porque nadie es dueño de la verdad absoluta.

El peligro de resoluc¡ones arbitrarias, ¡njust¡cia notoria e impunidad, se m¡nimiza por otra

característica prop¡a de este método: la obligac¡ón impuesta aljuzgador de motivar sus

resoluciones; deb¡endo exponer las razones de su convenc¡miento al momento de

evaluar los med¡os de prueba y los elementos de conv¡cc¡ón; debe mostrar la conex¡ón

racionalentre los argumentos recibidos y la prueba utilizada, para sustentar los alegatos

de las partes, durante el desarollo deljuic¡o.

El método de sana critica racional, se encuentra establec¡do en el Código Procesal

Penal en el Articulo 385 y se fundamenta en la l¡bertad de medios probatorios,

establecida en el Artículo 182. El pr¡nc¡p¡o de l¡bertad de prueba, faculta el uso de

métodos técnicos y científicos para la evaluac¡ón; de los medios de prueba y los

elementos de convicción, a ut¡l¡zarse durante el desarrollo de la audienc¡a propuesta.

3.5. Evaluación técn¡ca de los medios de prueba y los elementos de convicción

La evaluac¡ón técnica de los medios de prueba y los elementos de convicción se

sustenta en el pr¡ncipio de la libertad prueba. Por cons¡guiente, las partes procesales
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pueden probar todos los hechos y circunstancias que les sean favorables; para lN<:¡j)/
soluc¡ón del caso de mér¡to, util¡zando cualqu¡er medio de prueba permit¡do.

El órgano jur¡sd¡cc¡onal, en el ejerc¡c¡o de las func¡ones iud¡c¡ales, con el fin de ¡mpartir

just¡cia, puede autor¡zar métodos técn¡cos y científicos; para evaluar ¡as pruebas

aportadas durante el desarrollo de la audienc¡a propuesta. Según el autor Clar¡á

Olmedo, el juzgador es el receptor del conocimiento fruto de los elementos de

convicción; al exponer lo siguiente:

"El juez es el receptor del conoc¡m¡ento producido por los elementos de convicc¡ón, no

pudiendo hablarse en el proceso penal de pruebas pre constitu¡das o l¡mitadas por la

voluntad de las partes. El tr¡bunal recibiÍá las pruebas generalmente con la colaborac¡ón

y control de las partes, extrayendo de cada med¡o los elementos de comprobac¡ón que

valorará para el fallo."s

Los encargados de real¡zar la investigación técnica son los per¡tos y expertos,

util¡zando los elementos, ¡nslrumentos y equipos desarrollados por cada c¡encia en

particular; determinan la causa y efecto sobre la mater¡a objeto de la invest¡gac¡ón. En

un caso práct¡co, por ejemplo: es posible determinar s¡ las muestras de sangre

obten¡das en la escena del crimen pertenecen a la víct¡ma o al imputado; el origen de Ia

ojiva extraída al cuerpo de la victima; Ias cond¡c¡ones del arma incautada al sindicado

* 
C¡ariá Olmedo, Jorge A. Ob. Cit. Tomo ll. Pág. 312
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(procedencia, calibre, reg¡stro, cuándo fue

cuando las ¡mpresiones dactilares son del

accionada por última vez) y la conf¡maci

sind¡cado o de otra persona.

El lnstituto Nacional de C¡enc¡as Forenses de Guatemala, conoc¡do por sus s¡glas

como INACIF; es el ente central que reúne a peritos y expertos encargados de rcalizat

la investigación técnica de los medios de prueba y los elementos de convicción;

mediante la realizac¡ón del análisis técnico c¡entít¡co en mater¡a forense y estudios

méd¡co legales.

En el ejercicio de sus funciones y con el fin de aportar elementos de convicción al

s¡stema de just¡cia; este ente se d¡vide en secciones espec¡al¡zadas, en la que cada

una de estas secc¡ones cuenta con personal experto en las s¡gu¡entes áreas:

biológicas, tóx¡cas, químicas y minerales. Contando con el equipo técnico y cientít¡co

pa"a .ealizat los per¡tajes necesarios, cuyos resultados son pruebas científ¡cas

propiamente dichas.

En el desarrollo de este trabajo se describe en forma general los servic¡os que ofrece al

sector justic¡a el lnstituto Nac¡onal de Ciencias Forenses de Guatemala, s¡n profundizar

en detalles de cada uno de ellos por la naturaleza del presente informe, dejando ab¡erto

eltema para una futura ¡nvestigac¡ón.

Areas que cubre el lnstituto Nacional de Ciencias Forenses de Guatemala. (lNAClF):
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¡.'
Área de clínica forense. La unidad de medicina forense es la encargada de realizar el'.¡.'..¡:,'

anál¡sis sobre cuerpos de víctimas y agresores para determ¡nar en ellosi lesiones,

c¡catrices o ¡ndic¡os de haber sido violentadas; su func¡ón en la averiguación de la

verdad en los del¡tos de lesiones es fundamental, pues establece la graduac¡ón entre

lesiones específ¡cas, leves, graves y gravís¡mas. En el caso específico de patolog¡a al

practicar la necropsia tiene además la func¡ón de ident¡ficar a la víct¡ma, contribuyendo

con los trámites poster¡ores, en s¡tuaciones en que la muerte es v¡olenta o sospechosa.

La h¡stopatología forense, efectúa estudios de células y tej¡dos, para establecer la

presenc¡a o desarrollo de procesos patológ¡cos, que pudieran ser el resultado de una

acc¡ón u omisión calif¡cada como del¡to.

El aporte directo durante el desarrollo de la aud¡encia propuesta otorga los elementos

convincentes de la relac¡ón causal; la participac¡ón del o los sindicados y posible

culpabilidad de los mismos en el hecho que se les atribuye.

Área de odontologia forense. Establece lesiones personales en cavidad bucal,

determina la edad cronológica, cuando existe duda sobre la edad del s¡ndicado. Su

func¡ón en la averiguación de la verdad en los del¡tos de supresión y alteración del

estado civil; concretamente la edad, con la final¡dad de evad¡r la persecución penal. Con

el ejerc¡c¡o de esta función del lNAClF, se obt¡ene directamente la deteminac¡ón de la

edad del s¡nd¡cado, para que sea somet¡do a proceso penal como mayor de edad. El

beneficio directo es la d¡sm¡nuc¡ón de la impunidad, pues el sind¡cado no podrá evadir

su responsabil¡dad penal argumentando ser inimputable por su minoría de edad.



Area de psiquiatría y psicología forense. Es la unidad cientif¡ca encargada de real¡zar

investigaciones fundadas en las ciencias que influyen en el razonamiento deljuez en el

momento de emitir un fallo Jud¡cial; toda vez que la ps¡qu¡atría determina en muchos

casos la ¡mputab¡lidad del sospechoso y la ps¡cología determina las consecuencias de

la agres¡ón sufrida por la víct¡ma o el estado del sindicado al momento de la

agresión. Su funclón es útil durante la averiguación de la verdad, para establecer los

móviles de las acc¡ones, tip¡ficados como delitos en la ley penalde Guatemala.

El aporte es d¡recto en la audiencia propuesta, derivado de los informes presentados

por esta área, pues se pueden establecer las conexiones lógicas para graduar las

circunstancias que mod¡fican el delito. En consecuenc¡a, establecer la incidencia del

delito en la víct¡ma, calif¡cándolo como atenuante o agravante en cada caso concreto.

Área de laboratorios de cr¡m¡nalist¡ca. Esta un¡dad cuenta con d¡stintas secciones donde

peritos expertos en diferentes disc¡plinas apoyan la labor del juzgador; al emitir

d¡ctámenes técn¡cos que s¡rven de fundamento a las decisiones judiciales. En la

búsqueda de la verdad real e h¡stórica del caso de mérito, son determ¡nantes los

servicios puestos a d¡sposic¡ón de los operadores de justic¡a. La función de

invest¡gac¡ón c¡entíf¡ca es realizada a través de los distintos laboratorios que posee el

INACIF.
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Los aportes directos que proporc¡ona a la audiencia sugerida, se

separado, según la naturaleza de cada laboratorio del área

descr¡biéndolos a continuación:

f¿"r-.'¡,
presentan polQe,u/

crim¡nalíst¡ca,

a) Dactiloscopía. Es el laborator¡o de crim¡nalíst¡ca que puede con seguridad llegar a

identificar plenamente a la persona que dejó una impresión digital en un objeto

presentado como med¡o de prueba. Todo objeto material que s¡rva como elemento

directo o medio para la comisión de un ilicito penal; es suscept¡ble de conservar

impresiones d¡g¡tales de la persona que lo ha manipulado.

En mnsecuenc¡a, la importancia del peritaje de dactiloscopía, dev¡ene para

demostrar la relac¡ón d¡rccta del s¡ndicado con el medio que s¡rv¡ó para cometer el

delito; o el ¡nstrumento objeto del m¡smo que fue recolectado, embalado y enviado al

laborator¡o de dactiloscopia s¡guiendo el protocolo de ¡a cadena de custodia. Vincular

a la persona con el medio u objeto del delito, se logra con el conoc¡m¡ento científico

que explica la causa, efecto y consecuenc¡a de una conducta, act¡va o pasiva por

parte del sindicado.

Su función en la averiguac¡ón de la verdad en los delitos contra el patrimon¡o, la v¡da,

la integridad y la seguridad de las personas es fundamental; por ejemplo: en el del¡to

de d¡sparo de arma de fuego, existe el arma, la ojiva y la vaina o casquillo, estos

objetos son susceptibles de presentar impresiones digitales, que conducen al

investigador c¡entíf¡co hacia el responsable del hecho.
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El benefic¡o es directo durante la aud¡encia propuesta,

prueba y los elementos de mnvicc¡ón; al establecer la

y pos¡ble culpab¡lidad del sindicado.

part¡c¡pación, responsab¡l¡dad

b) Balíst¡ca. Es el laboratorio responsable de establecer e ¡dentif¡car las vainas u oj¡vas

recolectadas en la escena del crimen; d¡ctam¡nando s¡ fueron o no percutadas, por el

arma de fuego incautada al imputado al momento de su aprehensión. Esto es posible

después de realizar peritaies propios de balística comparativa e identificativa;

conocim¡entos que permiten deteminar con certeza la responsabil¡dad del

s¡ndicado, en las les¡ones provocadas por disparo de arma de fuego.

Su función en la averiguación de la verdad en los del¡tos contra la vida e ¡ntegridad

de la persona es indispensable; es el ún¡co med¡o certero y científico de probar la

relac¡ón directa entre el arma que fue percut¡da y la oj¡va.

El beneficio d¡recto en la audienc¡a propuesta, es probar la relac¡ón causal entre la

víctima y el medio util¡zado para la comisión del delito.

c) B¡ología. Este laboratorio realiza los anális¡s e ¡nterpretac¡ón de las evidencias

recolectadas en la escena del crimen referentes a ¡nd¡c¡os orgán¡cos. Su objeto de

invest¡gación científica es: la sangre, semen u otros flu¡dos corporales; el resultado

de los perita.ies realizados por esta unidad del lNAClF, perm¡te establecer la relac¡ón

causal d¡recta entre Ia víctima yel sind¡cado. Otro valor agregado de estos análisis



de una persona, a quien se le atribuye una conducta típica, antüuríd¡ca y culpable. En

los casos en que se da lucha entre agresor y víctima, la presencia de fluidos,

permiten indiv¡dualizar e ¡dent¡ficar al posible responsable.

Su función en la averiguación de

segur¡dad sexuat, es proporcionar

sindicado con la víct¡ma.

verdad en los delitos contra la libertad y

información directa que permita vincular al

la

la

El benef¡c¡o directo en la aud¡encia propuesta, es demostrar la participac¡ón del

sind¡cado en los hechos que se le atribuyen, su probable responsabil¡dad y

culpabil¡dad.

d) Documentoscopía. En este laboratorio se establece, mediante una metodología

prop¡a la autenticidad de escr¡tos y documentos y se determina, cuando sea pos¡ble,

la identidad de sus autores. Su campo de actuación es muy amplio, abarcando la

invest¡gac¡ón de todo t¡po de documentos, con el fin de tratar de determ¡nar su

autenticidad o falsedad; es el ente que se encarga de realizar per¡cias a efecto de

determ¡nar alterac¡ones de documentos o cotejo de grafías y f¡rmas.

En la averiguación de la verdad real e h¡stór¡ca de los delitos contra la fe pública y el

patrimonio nacional; puede determ¡nar alteraciones en escrituras, protocolos,
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l¡cencias, pasaporte, papel moneda y otros documentos que representen a

derecho real o personal.

Su función en la averiguación de la verdad en los delitos de falsif¡cación de

documentos; permite establecer la fals¡f¡cac¡ón de ¡nstrumentos públicos que

incorporan valor, restituyendo el dom¡nio de los b¡enes sustraídos, como

consecuenc¡a del delito, a sus legítimos prop¡etar¡os. El beneficio que se obtiene es

el combate a la ¡mpunidad.

Con los peritajes de esta un¡dad c¡entífica será fácil establecer la part¡c¡pac¡ón,

responsabil¡dad y culpab¡lidad de los falsiflcadores; en una sola audiencia destinada

a la evaluación técn¡ca de los medios de prueba y los elementos de convicc¡ón.

En consecuencia, la inmediata reparación del daño económ¡co causado por la

falsedad, fortalecerá la percepc¡ón que tiene la sociedad, con relac¡ón a la aplicac¡ón

de la just¡c¡a, pues verá que ésta es pronta y cumplida, durante la audiencia

propuesta.

En la averiguación de los del¡tos atr¡buidos al crimen organ¡zado y narcotráf¡co, los

entes encargados de realizar la evaluac¡ón técnica son las secciones de:

a) Sustancias controladas. Las drogas ¡líc¡tas y los precursores quím¡cos son elementos

sometidos a control por esta sección, que genera aportes de valor probatorio al

ana¡izar los materiales, que su composición quím¡ca presuntamente es compat¡ble
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con drogas de comercio ilíc¡to: la cocaína, hero¡na, éxtas¡s y una gran variedad de\rtil
drogas sintéticas.

La importancia de su función en la averiguación de la verdad, en los delitos

regulados en la Ley contra la Narmactividad radica en la capacidad técnica y

científ¡ca, para investigar la compos¡c¡ón molecular de las sustancias sometidas a su

examen. El resultado de los per¡tajes perm¡te establecer su composic¡ón pr¡nc¡pal o

derivado; su origen, animal o vegetal; orgánico o ¡norgánico; natural o artif¡cial; o

agente farmacológ¡co, que ¡ntroduc¡do al organ¡smo de una persona viva, modif¡que

sus funciones f¡s¡ológ¡cas y transforma los estados de @nc¡enc¡a.

El benef¡cio que se obt¡ene con esta evaluación técn¡ca, es establecer

inequívocamente si la sustanc¡a sometida a examen es de uso ilegal; v¡nculando en

forma directa al sind¡cado con la comisión del del¡to que se le atribuye o al contrario,

es de uso legal para la ¡ndustria farmaéutica de Guatemala, mot¡vando de forma

inmediata la orden de l¡bertad, por falta de mérito. En consecuencia, se ordenará la

entrega de la sustancia ¡ncautada.

b) Tox¡cología. Sección encargada de realizar anál¡sis sobre flu¡dos extraídos de

peGonas v¡vas o cadáveres, con el fin de determ¡nar la presenc¡a de sustancias que

pud¡eran causar severos daños o la muerte. En esta sección se busca la presencia

de drogas o elementos tóx¡cos en las muestras o elementos presentados para la

investigación, a d¡ferencia del área de biología antes mencionada; esta sección se

92



encarga de establecer la presencia de agentes quími

an¡males; que sean capaces de causar lesiones o ¡nclus¡ve la muerte de las

personas que por cualquier c¡rcunstancia los han man¡pulado o inger¡do y se

sospecha que tal situac¡ón fue inducida con un mot¡vo específico; s¡tuación que dio

origen a la persecuc¡ón penal.

Su función en la aver¡guac¡ón de la verdad, en los del¡tos contra la segur¡dad,

integridad y la v¡da de las personas, permite determinar la ¡ntencional¡dad del sujeto

act¡vo cuando sumin¡stra un tóxico a otra persona. Este conocimiento es der¡vado de

la cantidad de tóx¡cos encontrada en el cuerpo del sujeto pasivo o víct¡ma, s¡tuac¡ón

que permite ¡nferir: s¡ la ¡ntención fue que perdiera el conocim¡ento o causade la

muerte.

Esto será posible demostrado durante eldesarrollo de la aud¡encia propuesta, con el

benef¡cio directo de establecer la partic¡pación, responsabilidad y culpab¡l¡dad del

sind¡cado en los hechos que se le atribuyen.

c) ldentificación de vehículos. Esta secc¡ón está en la capac¡dad de determ¡nar

alteraciones, en los números de identif¡cación y otros distintivos para vehículos

automotores; cuando se presume que han gido camb¡ados, borrados o alterados con

el fin de asegurar la consumación del delito de robo y trasiego de vehículos.
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Los peritos

establecer la manipulac¡ón de registros, distintint¡vos y números que permiten la

¡ndividualización y origen de vehículos terrestres, aéreos y marít¡mos.¡dentif¡cación,

Estableciendo en la audiencia propuesta, la autent¡cidad de los reg¡stros

presentados para su examen o contrario sensu, la adulterac¡ón de los mismos y la

probable part¡c¡pación, responsabilidad y culpabi¡idad del s¡ndicado.

Existen más entes encargados de rcalizat la ¡nvestigación técn¡ca, los antes expuestos

son algunos de los más importantes. Por la diversidad de b¡enes jurídicos tutelados, el

desarrollo de la soc¡edad, el derecho a la tutela jud¡cial efectiva que tiene la víctima o

agraviado y el imputado; es necesario hacer uso de todas las herramientas técnicas

jurídicas d¡sponibles para la averiguac¡ón de un hecho señalado como del¡to o falta y de

las circunstancias en que pudo ser cometido; el establec¡miento de la pos¡ble

partic¡pación del s¡nd¡cado con la final¡dad de lograr el pronunc¡amiento de la sentenc¡a

respect¡va y la ejecución de la misma.

3.6. Valor probatorio de los resultados de la evaluación técnica

La valorac¡ón de los objetos materiales sometidos a anál¡sis, por medio de la

investigación técnica realizada por espec¡al¡stas o peritos, y los elementos de prueba

así ¡ncorporados se valorarán conforme al método de la sana crítica razonada, s¡n más

limitac¡ones legales, que las establec¡das en el Código Procesal Penal.
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Este será el objetivo central de la aud¡enc¡a propuesta para este fin; por su naturaleza 'tt/
¡ntroducirá a la audienc¡a de primera declarac¡ón del sindicado un juicio técnico o

c¡entífico, que permit¡rá comprender la importancia de los ¡ndicios relac¡onados, que se

presentarán en ese acto procesal; logrando con ello reducir el proceso de manera

notoria en cuanto a t¡empo y a etapas procesales.

Con los resultados de la evaluac¡ón técnica de los med¡os de prueba y los elementos de

convicción, se obtendrá el valor probatorio real y objet¡vo para resolver la situac¡ón

jurídica del s¡ndicado durante el desarrollo de la aud¡enc¡a propuesta.

El benef¡c¡o se reflejará en la reducc¡ón de los gastos económ¡cos que realizan el

s¡ndicado y su fam¡l¡a, en los recursos económicos que ¡nv¡erte el Estado en defensa

públ¡ca, Min¡ster¡o Público, Organ¡smo Jud¡cial y Sistema Penitenc¡ario; toda vez que

estos recursos pueden ser utilizados en la prevención del delito; equipam¡ento de

instrumentos c¡entíficos para la rcalización de los peritajes forenses en la búsqueda de

la verdad y la soluc¡ón a los conflictos penales que se presentian durante la aud¡enc¡a

de pr¡mera declaración del s¡nd¡cado.

3.7. Regulación legal

En la ¡nvestigación de la verdad se deben de utilizar los medios permitidos por el

Cód¡go Procesal Penal; pracl¡car todas las diligencias pert¡nentes y útiles para

determinar la existenc¡a del hecho; con todas las circunstancias de importancia para la



ley penal y respetando la l¡bertad de la prueba; en este sent¡do fue expuesto

presentar el texto legal que regula la materia procesal penal en Guatemala:

"La libertad de prueba, quese consagra en el articulo 182, princ¡p¡o estrechamente

relac¡onado con la utilizac¡ón de los med¡os técnicos y c¡entíf¡cos, como fundamento del

descubrim¡ento y reconstrucc¡ón de la verdad."35

En el ejerc¡cio de esta l¡bertad de prueba, durante el desarrollo de la audienc¡a de

primera declaración del sindicado; los sujetos procesales podrán sol¡citar la

¡nvest¡gación técn¡ca de los elementos de prueba y los elementos de conv¡cc¡ón; su

resultado será evaluado en la audienc¡a propuesta, esto es regulado en el Código

Procesal Penal de Guatemala de la siguiente manera:

"Artlculo 225. Procedencia. El Ministerio Público o el tribunal podrán ordenar peritación

a ped¡do de parte o de of¡cio, cuando para obtener, valorar o explicar un elemento de

prueba fuere necesario o conveniente poseer conocimientos especiales en alguna

cienc¡a, arte, técn¡ca u ofic¡o.'

La investigación técn¡ca debe estar a cargo de peritos t¡tulados en la mater¡a sobre la

cual tr.ate la investigación. El des¡gnado como per¡to tendrá el deber de aceptar y

desempeñar f¡elmente el cargo; tal como lo establece el Artículo 227 del Cód¡go

Procesal Penal. El ente encargado de sumin¡strar este personal calificado es el lnst¡tuto

3sBartsntos, césar ob. c¡¿ Pág. Lvlll
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Nac¡onal de Ciencias Forenses de Guatemala; que inic¡ó sus funciones el 19 de julio dexljz
2007; es una institución auxiliar de la administrac¡ón de justicia, con autonomía

funcional, personalidad juríd¡ca, patrimon¡o propio y con toda la responsabilidad en

mater¡a de per¡tajes técnicos científ¡cos. El INACIF tiene como finalidad pr¡ncipal la

prestación del servicio de investigac¡ón científ¡ca de forma independiente, em¡t¡endo

d¡ctámenes técn¡cos científ¡cos.

El Código Procesal Penal regula todo lo relacionado con la evaluación técn¡ca de los

med¡os de prueba y los elementos de convicc¡ón, en el capítulo V, secciones cuarta y

quinta, en los Artículos del 225 al 243.

Se cons¡dera importante señalar que las leyes penales especiales de Guatemala: Ley

contra la Narcoactividad, Ley contra la Del¡ncuenc¡a Organ¡zada, Ley para Prevenir y

Reprimir el Financiam¡ento del Terrorismo, Ley contra el Lavado de D¡nero u otros

Activos y la Ley de Extinción de Dominio; contienen procedim¡entos de ¡nvestigación

prop¡os de su especialidad, que también pueden ser ut¡l¡zados en la aud¡encia

propuesta, para la evaluac¡ón técnica de los med¡os de prueba y los elementos de

mnvicción, durante la pr¡mera declarac¡ón del s¡nd¡cado.

El resultado de la investigación técnica de los medios de prueba y los elementos de

convicc¡ón será Ia base fundamental para desvirtuar el estado de inocenc¡a del

s¡nd¡cado, toda vez que demostrará y probará la relación de causalidad entre los
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hechos y la conducta atr¡bu¡da. Contrario sensu, podrá ¡ndicar la ¡mpos¡b¡l¡dad pan:' ._:y'
sostener una acusación.
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4. Beneficios al sistema p¡oceaal penal guatemalteco, derivados de la

mod¡ficación del Artículo 82 del Cód¡go Procesal Pénal

4.1. lntroducción

El tema de los pr¡nc¡p¡os procesales que informan al proceso penal guatemaltem, es

apasionante por los d¡st¡ntos aportes a la investigac¡ón de la verdad y a la aplicac¡ón de

la just¡c¡a que dejan cada uno de ellos con su correcta observanc¡a y apl¡cación. Por tal

motivo fueron tratados en el capitulo ll mn mayor énfasis en sus aspectos teóricos,

doctr¡nar¡os y legales. En este capítulo se pretende demostrar teór¡camente que

med¡ante la modif¡cac¡ón del Artícu¡o 82 del Cód¡go Procesal Penal; con la creación de

una audiencia especlf¡ca para la evaluación técn¡ca de los medios de prueba y los

elementos de convicc¡ón, durante la primera declaración del sindicado; será pos¡ble

obtener benef¡c¡os con relación a los princip¡os procesales, ya expuestos.

Estos benefic¡os se relacionan en forma directa con los principios bás¡cos que inspiran

el proc€so penal; corespondiente a las garantías de seguridad individual y certeza

jurídica para el s¡ndicado, la organizac¡ón judicial, la función del M¡n¡sterio Público y

todos los entes v¡nculados a los operadores de justicia.
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En la c¡udad de Guatemala, los órganos jurisdicc¡onales penales para la sanción de ,.

hechos ¡licitos en materia penal, han aumentado de manera notoria en los últ¡mos años;

por tal razón, la act¡v¡dad jurisdiccional penal se ha const¡tuido como un elemento

fundamental de la conv¡venc¡a pacíf¡ca dentro de la sociedad. Situación que ha

ameritado la necesidad de aumentar el número de tribunales penales competentes,

para recib¡r la pr¡mera declarac¡ón de¡ sind¡cado; facultados para resolver la situac¡ón

juríd¡ca de los aprehend¡dos, por med¡o de la calif¡cación de falta de mérito, de la

apl¡cación de los proced¡mientos desjudicial¡zadores o de un auto de procesamiento,

que ¡ncluya med¡das de coerción personal o patrjmon¡al. Cuando el caso de mérito,

cumple con los presupuestos legales, eljuez puede benef¡c¡ar al s¡ndicado otorgándole

una o varias medidas sust¡tut¡vas de las reguladas en el Artículo 264 del Cód¡go

Procesal Penal.

La audiencia oral de prjmera declarac¡ón, es el medio de defensa de que d¡spone el

sind¡cado para hacer valer sus derechos y conocer el conten¡do de la ¡mputac¡ón y los

hechos que se le atribuyen, con todas sus circunstancias de t¡empo, modo y lugar; su

calificación jurídica, los elementos de convicclón ex¡stentes y los ind¡cios que lo v¡nculan

al caso de mérito.

Si bien es cierto actualmente se cumple con lo establecido en la norma procesal, existe

un vacío legal crn relación a la evaluación técnica de los medios de prueba y los

elementos de convicción, durante la pr¡mera declaración del sindicado; circunstancia

derivada de la manera como actualmente está redactado el Artículo 82 del Código



Procesal Penal; y en consecuencia, resulla mater¡almente impos¡ble

evaluación adecuada del sind¡cado en una sola audiencia. Situación que

se señala una audiencia específ¡ca para la evaluación antes mencionada.

hacer

camb¡aría

El deÍecho positivo vigente en materia procesal penal de Guatemala regula, en el

Articulo 82 del Código Procesal Penal la foma en que se desarrolla la primera

declaración del s¡ndicado. Acto procesal que inic¡a cuando el juez explica al sindicado

en forma clara y sencilla, el objeto y forma en que se realizará la aud¡encia, le informa

de sus derechos fundamentales y le solicita que proporc¡one sus datos de ident¡ficac¡ón

personal, lugar de residencia, estado civil y el número de personas con quienes vive.

Le advierte que puede abstenerse de declarar y que tal decisión no podrá ser utilizada

en su contra; acto seguido el juez concede la palabra al f¡scal para que informe sobre

los hechos al sindicado, con todas las circunstanc¡as de t¡empo, modo y lugar, su

cal¡f¡cación juridica provisional, disposic¡ones legales aplicables y descripción de los

elementos de convicc¡ón existentes.

Este es el momento procesal de infomación para el s¡nd¡cado, cuando se le hace saber

porqué motivo se le está ¡nic¡ando un procedim¡ento de investigación penal y los

derechos que puede hacer valer en su defensa. Contando con la presenc¡a de su

abogado defensor a quien le puede consultar que actitud asumir; con este

conoc¡miento puede dec¡d¡r declarar o abstenerse de hacerlo, si acepta declarar, el

juez le dará el t¡empo para que lo haga libremente.
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En este punto, es ¡mportante recordar que s¡ se n¡ega a declarar esta decisión no Oodr\a-9,2

ser ut¡l¡zada en su contra. Por mandato constitucional ninguna persona puede ser

obl¡gada a declarar contra sí misma. A cr¡terio del doctor Clariá Olmedo este derecho

otorga la calidad de ¡ncoerc¡ble al sindicado, según su exposición:

"El imputado es un sujeto procesal incoerc¡ble. Pueden aplicársele medidas de coerción

personal, peÍo no se lo puede forzar o inducir a actuar en su contra ni ¡mpedirle

cualquier actividad por la que t¡enda a defenderse dentro de lo legitimo."s

La norma constituc¡onal es clara y taxativa al regular que: "n¡nguna persona puede ser

obligada a declarar contra sí misma." Esto es una protección directa a la persona contra

la arbitrariedad que pudiera presentarse en la aud¡enc¡a; pero no prohibe o l¡mita el libre

ejercicio de la defensa material de que goza el imputado, a declararse responsable por

la conducta que se le atribuye, cuando esta decisión le resulta más práct¡ca, económica

y rápida, para resolver su situación jurídica; actitud que se considera también una foma

de defensa que por su naturaleza está dentro de lo legítimo.

Después de declarar, el s¡ndicado puede ser somet¡do al ¡nterrogator¡o legal delfiscal y

de la defensa técnica; que en la búsqueda de la verdad es prudente que actúen con

objet¡v¡dad; por tal mot¡vo esta parte de la audienc¡a es muy ¡mportante para lograr el

convencim¡ento del.luez mediante preguntas dir¡gidas al ¡mputado.

s Clariá Olmedo, Jo¡ge A. Ob. C¡t. Tomo L Pág. 24
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El fiscal debe formular interogantes claras y d¡rectas con el f¡n de ampliar sñ3:!j,/
declaración, aclarar dudas o reforzar argumentos sobre la comisión del delito; con

Íelación al modo, tiempo, lugar y el grado de partic¡pac¡ón del ¡mputado; esto como una

estrategia para obtener datos que sean de utilidad en la investigación que da in¡cio a la

persecución penal. En algunos casos el interrogator¡o de la fiscalía permite establecer

que el s¡nd¡cado m¡ente en su declaración o que ésta, no es congruente con los hechos

que se le atr¡buyen; surgiendo la convicción de la posible probab¡l¡dad de su

partic¡pación, responsab¡l¡dad y culpabil¡dad de los mismos.

La defensa técnica debe escuchar con atención el ¡nterrogatorio que se le hace a su

defend¡do y objetar las preguntas ¡mpertinentes, capciosas o sugestivas que haga el

f¡scal o el juez. Controlar que no se le exija el reconoc¡miento de inst¡umentos y objetos

del del¡to, si el sind¡cado se ha negado a declarar, evitar que se le hagan preguntas; ya

que en observanc¡a del princip¡o de ¡nocencia, éste no tiene la obl¡gac¡ón de demostrar

su ¡nocencia; es el ente acusador qu¡en tiene la carga de la prueba y es el obligado a

demostrar su culpab¡lidad.

Este proced¡miento es solamente una pequeña parte de lo que el autor Alberto Binder

llama: El sistema de gestión de confl¡ctos. Su concepto central, es el hecho de que

v¡ncula el func¡onam¡ento de la lustic¡a con la idea del conflicto; con esta ¡dea se da el

enfrentam¡ento entre acusador y acusado, dentro de un procedimiento jud¡c¡al que

permite igualdad de armas para ambos, frente al juez contralor, que actúa de manera

imparc¡al con el fin de garantizar el deb¡do proceso.
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En tal sentido el doctor Binder expone lo s¡gu¡ente: "Evitar que prevalezca en l^:34'.,,,,j

resolución de los confl¡ctos el más fuerte en razón de su propia fueza es el princ¡pal

objetivo de toda la polít¡ca de gestión de la conflictividad. De este modo evitar el abuso

de poder y la violencia aparecen como objet¡vos centrales del sistema de gest¡ón de

confl¡ctos del cual forma parte la just¡c¡a penal."37

Los conflictos se presentan en todas las sociedades y asentamientos humanos, la

forma en que se enfrentan para solucionarlos es lo que hace la d¡ferenc¡a entre la

barbarie y la c¡v¡l¡zación. Cuando se logra encontrar la soluc¡ón pacifica, usando los

mecanismos legales diseñados para tal efecto, la apl¡cac¡ón de la ley penal para hacer

efect¡vo este enunciado se materializa en el pro@so penal; se recupera la credib¡lidad

en los órganos jurisdiccionales y los operadores de just¡c¡a.

Sigu¡endo con el desarrollo de la aud¡encia, el juez concederá la palabra al fiscal y al

defensor para que demuestren y argumenten sobre la pos¡b¡lidad de ligarlo a proceso,

debiendo resolver en forma inmediata.

Esta parte de la aud¡encia debería ser una espec¡e de min¡ debate, en este momento se

decide sobre la situac¡ón jurídica del sind¡cado. Eljuez, en la mayoría de los casos, se

limita a escuchar los argumentos esgdm¡dos por las partes y a recibir los ¡nd¡cios que le

son presentados, sin entrar a evaluarlos, por ser mater¡almente impos¡ble hacerlo en

ese m¡smo acto procesal.

37 Binder, Albedo. flerecho proceEal pen.l. Pág. 22
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A s¡mple vista eljuez no puede determinar a quién pertenecen las muestras de sangre--'i9j"'

que fueron recabadas en la escena del crimen, pueden ser de la vict¡ma o el ¡mputado;

s¡ la oj¡va extraída al cuerpo de la víct¡ma pertenece al arma incautada o si las

¡mpres¡ones dactilares son del sujeto sindicado o de otra persona. Sumado a estas

l¡mitaciones técn¡cas, la norma procesal ¡mpone el deber de resolver en foma

inmed¡ata. Este vacio legal, t¡ene como consecuencia que en muchos c¿rsos, son

l¡gadas a proceso personas que ya en la conclus¡ón de la etapa preparatoria y cuando

el Ministerio Públ¡co debe solicitar la apertuÍa a juic¡o; no existe fundamento ser¡o para

el enju¡c¡am¡ento público del sindicado.

La otra @nsecuenc¡a que se presenta depende de la capacidad profesional de los

sujetos procesales, una prevención policial mal redactada, contaminación de la prueba

ind¡ciaria por rotura en la cadena de custodia o mal embala.ie de la m¡sma, la

part¡cipación de un abogado defensor hábil para argumentar; son facÍores que darán

como resultado que el tribunal declare falta de mérito y no aplique ninguna medida de

coerc¡ón. Ambos resultados son nefastos para la adm¡nistración de justic¡a y Ia

persecuc¡ón penal, enviando un mensaje negativo a la sociedad, pues no existe c€rteza

de castigo para las v¡olaciones a la norma penal, fortalec¡endo la impunidad.

En esta audiencia lo ¡deal serla que el sind¡cado se manifestara en relación a los

hechos declarándose culpable o inocente. S¡ se declara culpable, en ese mismo acto se

le debería apl¡car la pena que en derecho corresponde. Contrar¡o sensu, se declara

105



fflt;'r¡,
(i{rrr1;É)
\'-l atl

inocente, acto segu¡do el juez señalaría día y hora para la audiencia exclus¡va; para la\Qry'

evaluac¡ón técnica de los medios de prueba y los elemenlos de convicc¡ón.

Con el fin de asegurar su presencia en el tribunal ese día, le fijará alguna de las

s¡guientes medidas de coerc¡ón: patrimon¡al, l¡bertad condicional, control electrón¡co,

arresto domicil¡ario o intervención de comunicac¡ones. El t¡po de sust¡tutivo a la prisión

preventiva, estará en func¡ón de la evaluac¡ón del riesgo de fuga o entorpecimiento de

la invest¡gación.

Conforme al derecho positivo y vigente, eljuez concede nuevamente la palabra al f¡scal

y al defensor para que demuestren y argumenten sobre la necesidad de medidas de

coerción, debiendo eljuez resolver en forma inmediata.

Con relación a este párrafo, no se realiza ningún comentario, porque se trata de la

propuesta y d¡scusión sobre la forma en que ha de quedar l¡gado a proceso el s¡nd¡cado

y nuevamente ex¡ste la obligator¡edad para eljuez de resolver en forma inmediaia.

Elfiscal y el defensor se pronunciarán sobre el plazo razonable para la ¡nvest¡gación, el

juez deberá f\ar día pa? la presentación del acto conclus¡vo y día y hora para la

aud¡encia ¡ntermedia, la cual deberá llevarse a cabo en un plazo no menor de diez (10)

días n¡ mayor de quince (15) días, a partir de la fecha f¡jada para el acto conclus¡vo. Una

vez presentado el acto conclus¡vo, se entregará copia del m¡smo a las partes que lo
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sol¡citen, y se dejará a disposición del iuez las actuac¡ones y med¡os de investigaciónXgf

para que pueda exam¡narlos hasta la fecha füada para la aud¡encia.

En este momento procesal el juez dec¡de el tiempo que ha de durar la investigación,

tomando en cuenta, que el proced¡m¡ento preparatorio deberá concluir lo antes pos¡ble

proced¡éndose con la celeridad que el caso amerita; así como las propuestas de los

sujetos procesales, el t¡po de del¡to, el daño que se le ha causado a la víct¡ma o a la

sociedad y los elementos de convicción exislentes. Es importante recordar que esta

etapa es clave para la fase preparatoria, fundamental para presentar la acusac¡ón y la

solicitud de apertura a ju¡cio. El objeto que t¡ene la acusación es lograr que se haga

justic¡a, que no necesariamente es la condena del sindicado; por tal mot¡vo después de

la evaluación técn¡ca de los med¡os de prueba y los e¡ementos de conv¡cción, si fuera

procedente el f¡scal puede sol¡citar el sobrese¡m¡ento o la clausura prov¡s¡onal del

proceso o bien la resolución del confl¡cto a trevés del procedim¡ento abreviado.

Resuelto el plazo pata practicar las diligencias necesarias, el juez señala día pam

presentar las conclus¡ones de la fase prepaÍatoria, indicando que real¡zado el acto

conclus¡vo debe füar fecha y hora para la audienc¡a intermed¡a; con la final¡dad de

discut¡r sobre la pert¡nenc¡a del requerimiento del f¡scal. EI querellante legalmente

acred¡tado podrá intervenir en la aud¡encia, a cont¡nuac¡ón del f¡scal. Las partes no

podrán oponerse a su presencia durante la primera declaración.

707



En relación con la participac¡ón del querellante en la audienc¡a de primera declarac¡ón,tSg'"L:/

es necesario que esté legitimado, mediante solicitud para provocar la persecución

penal o adhes¡ón a la ya ¡niciada por el Ministerio Público; ésta deberá de efectuarse

antes de la apertura a juic¡o o el sobrese¡m¡ento, venc¡da esta oportunidad el juez la

rechazará sin más trámite.

De todo lo actuado dentro del acto procesal de primera declaración del s¡ndicado,

quedará una copia en formato dig¡tal, a la que podrán tener acceso los sujetos

procesales y las resoluc¡ones se tendrán por comunicadas y not¡f¡cadas en la aud¡encia

oral y pública en las que fueron pronunciadas.

4.2. Benefic¡os con relac¡ón a los principios procesales que informan al proceso

penal

El beneficio es una ventaja que se obtiene de la creac¡ón, modif¡cación o ext¡nc¡ón de

una situac¡ón juridica relevante en la sociedad; que incide en forma directa en el costo

de oportunidad de los miembros de una comun¡dad. Este beneficio puede ser político,

económico, social o jurídico.

Con la audienc¡a que se propone para la evaluación técnica de los medios de prueba y

los elementos de convicción; es pos¡ble obtener benefic¡os para el sistema procesal

penal guatemalteco, derivados de la mod¡f¡cac¡ón del Artículo 82 del Código Procesal

Penal; para lograr el fin supremo de justic¡a pronta y cumpl¡da, recuperar la credibilidad
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los guatemaltecos; a través de la inmed¡ata aplicación de la ley penal en la soluc¡ón de

conflictos ¡ndividuales o soc¡ales causados por hechos tipit¡cados como delitos.

Con la audienc¡a propuesta, la persecución penal, el combate a la impunidad, el

proceso penal guatemafteco y la aplicación de la justicia obtendrán benefic¡os d¡rectos

relacionados con los sigu¡entes principios procesales que informan al proceso penal:

4.2.1. Principio procesal de defensa

De todos los principios procesales el más ¡mportante es el de defensa. El derecho de

defensa, es la expres¡ón ¡nstitucional¡zada de la máxima garantía procesal de que

gozan los c¡udadanos, en un estado de derecho. En el caso específ¡co del proceso

penal, el s¡ndicado debe tener la pos¡b¡l¡dad de contradecir las pruebas y conocer el

conten¡do de las mismas; debe interven¡r con pleno conocim¡ento de causa, durante la

aud¡encia de primera declarac¡ón.

La modificación al Artículo 82 del Código Procesal Penal, otorgará la facultad al

juzgador para ordenar una aud¡enc¡a específ¡ca, con el f¡n de evaluar el resultado de la

investigación técn¡ca de los medios de prueba y los elementos de convicción, durante el

desarrollo de la pr¡mera declaración del sind¡cado. Aud¡enc¡a que permitirá al juez

conoc€r a profund¡dad los hechos, aceptando o rechazando los indicios que se le

presenten. En consecuencia, con el dictamen de experto, el resultado será evidente,
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para establecer la participac¡ón, responsab¡lidad y culpabilidad del s¡nd¡cado. Con

act¡vidad procesal quedará desv¡rtuado el princip¡o de inocencia y ante la culpab¡l¡dad

demostrada y probada, el juez podrá dictar sentencia condenatoria aplicándole la pena

mín¡ma para el delito comet¡do, cuando el s¡nd¡cado decida renunciar a los plazos

establec¡dos en su favor.

Con esta situación el s¡stema procesal penal guatemalteco se beneficiará al reduc¡r el

número de personas en pr¡sión preventiva. Con el conoc¡m¡ento de causa proven¡ente

de ¡a evaluación, se d¡ctará auto de procesamiento, sólo en aquellos casos en los que

el sindicado se deda€ ¡nocente de los cargos fomulados en su contra y toma la

decisión de seguir con el proced¡m¡ento común; no obstante, que se le ha probado su

culpabilidad. Adv¡rtiéndole el juez que de segu¡r con esa act¡tud, le será apl¡cada la

pena máx¡ma para el del¡to cometido.

En consecuencia, se reducirá la cantidad de exped¡entes y personas que están a la

espera de ser resueltos, en !a sección de gest¡ón penal del Organ¡smo Judicial.

Ag¡l¡zando los procesos de alto impacto social y desestimando los del¡tos de vágatela,

se enviará a procedimiento intemed¡o sólo aquellos casos en los cuales exista

fundamento real y objet¡vo para someter al imputado a un ju¡cio oral y público.

Optimizando los recursos humanos y económicos asignados a la adm¡nistrac¡ón de

just¡c¡a.
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4.2.2. Ptincipio ptocesal de presunción de inocencia

Este principio procesal garantiza que una persona será tratada como inocente hasta

que su culpab¡lidad sea demostrada por sentencia defin¡tiva; es dec¡r, sentencia que

haya adquir¡do la autor¡dad de cosa juzgada. Este princip¡o exige, que una persona no

pueda ser condenada mientras no se demuestre y pruebe su responsab¡lidad penal.

Cuando existe duda, prueba ¡ncompleta o insuficiente, no es procedente condenarla;

como fue establecido en el capítulo ll.

Con la audiencia específica para conocer el resultado de la evaluación técnica de los

medios de prueba y los elementos de convicción; será posible establecer con certeza y

prec¡sión qué medios y qué elementos son capa@s de hacer plena prueba durante la

aud¡encia de primera declaración. Minimizando la posibilidad de iniciar un juicio s¡n

tener el fundamento necesario para probar la acusación; debido a que el sind¡cado en al

ejercic¡o de este princ¡p¡o puede asumir una actitud pas¡va, porque no ne@s¡ta

demostrar su inocencia, corresponde al M¡nisterio Público desvirtuar la misma; acción

que se llevará a la práctica en la audiencia propuesla, pues al momento de obtener los

resultados de la evaluac¡ón técn¡ca, será posible probar su conducta típica, antiurídica,

punible y culpable.

Con esta audiencia específicr se reduc¡rá el número de procesos que llegan a ju¡cio

oral y público sin los elementos de conv¡cción necesarios para hacer plena prueba. Esta

situac¡ón trae como benef¡cio que se env¡arán a debate casos con alto grado de
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posibilidad de finalizar en sentencia condenatoria; debido

la correcta evaluación técn¡ca de los medios de prueba y

durante la pr¡mera declarac¡ón del sindicado.

é,
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a los resultados out"nioo" of/
los elemenlos de convicc¡ón

4.2.3. Princ¡pio procesal de inmediación

Los principios procesales de oral¡dad y concentración condu@n a la inmediación

procesal. La importancia de este princ¡pio radica en que Ias pruebas e ¡ndicios lleguen

al juzgador sin contaminarse. Con la audiencia propuesta es pos¡ble, en forma

s¡multánea, comunicar al juez y a los sujetos proc€sales, los resultados obtenidos del

examen practicado a los objetos presentados como indicios. Cuando todos estos

elementos son presentados en una sola audiencia, se logra objet¡vidad en el

razonamiento deljuzgador, aclarando dudas sobre los medios presentados, para probar

todos los hechos y circunstanc¡as favorables para quien Ios presanta.

Esta situación beneficiará al sistema procesal penal guatemalteco al reduc¡r la

posibil¡dad de d¡ctar falta de mérito o auto de prisión preventiva, s¡n conocim¡ento de

causa, basado solamente en la infomación de la existencia de un hecho pun¡ble. En

consecuenc¡a, se fortalecerá la conf¡anza de la sociedad en las ¡nsl¡tuc¡ones des¡gnadas

para ¡mpartir justicia.
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4,2.¿1. Pr¡ncip¡o procesal de oralidad

La forma más efic¡ente para la transm¡s¡ón de los conoc¡mientos es s¡n duda la palabra

hablada; es el medio idóneo para la argumentación jurídica y la expos¡ción

c¡rcunstanc¡al de los hechos durante el acto de primera declarac¡ón del s¡nd¡cado.

Durante el desarrollo de la aud¡encia propuesta, los sujetos procesales tendrán la

oportun¡dad de conocer en forma oral, el resultado de la cal¡ficación jurldica que se le

ha otorgado a los objetos mediante los cuales se pretende fundamentar la posible

partic¡pación del s¡ndicado, en el hecho delictivo que se le atribuye. De la misma forma

la defensa técnica, podrá utilizar este resultado, para buscar en la teoría del caso

presentada por el fiscal del Ministerio Público o la Policía Nacional Civil; los elementos

faltantes que hacen improbable o imposible el hecho, o lo hace c¡erto, pero no v¡nculan

al s¡ndicado con la conducta antiuríd¡ca que se le atribuye.

El beneficio es notorio, eljuez no t¡ene que esperar a que termine la invest¡gación de

la etapa preparatoria, para establecer si existe o no, fundamento para llevar a ju¡cio oral

y público al sindicado. Esta audiencia se cons¡dera un mecan¡smo iuríd¡co que

funcionará c¡mo un f¡ltro; que perm¡t¡rá el paso a la etapa ¡ntermedia de los casos en

los que sea posible fundamentar la acusac¡ón, porque la part¡cipac¡ón, responsabilidad

y culpabilidad del s¡nd¡cado ya fue probada en la audiencia propuesta. Los benefic¡os

aportados son: economía procesal, agilidad en la resolución de conflictos, pronta

apl¡cac¡ón de la just¡cia porque no es necesario llegar hasta la etapa ¡ntermed¡a para
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descubr¡r que la fiscalía no tiene caso

clausura de la persecución penal.

4.2.5. Princip¡o procesal de celeridad

Este pr¡ncipio se encuentra disperso en diversas normas procesales que hacen

d¡nám¡co el proceso penal; se encuentra inmerso en otros: el de economía, preclusión,

concentración, in dubio pro reo, favor libertat¡s. Celeridad signif¡ca rapidez, pront¡tud,

velocidad; como se expuso en el capítulo ll con mayor detalle. Con la audiencia para Ia

evaluac¡ón técnica de los medios de prueba y los elementos de convicción, los sujatos

procesales cono@n en poco tiempo con que armas cuenta cada uno, para ¡niciar la

batalla legal. El s¡ndicado al conocer que t¡ene todos los elementos de convicción en su

contra, puede aceptar su partic¡pac¡ón, responsabilidad y culpab¡l¡dad en los hechos

que se le atribuyen; en ese momento procesal el juez fijará fecha, día y hora para em¡tir

su pronunciam¡ento en relación a la pena y su ejecución; haciendo efect¡va una justicia

pronta y cumplida en menos del tiempo esÍablec¡do.

Por la otra parte, derivado de la evaluación técnica, el Min¡ster¡o Público a través del

fiscal, tendrá conoc¡m¡ento de que es materialmente ¡mposible sostener una acusación

en contra del sind¡cado, en un juicio oral y público; y en cumpl¡m¡ento mn la ley

procesal deberá sol¡eitar el sobreseimiento y la clausura de la persecución penal.

S¡endo el juzgador quien toma la dec¡sión sobre esta sol¡citud. En ambos supuestos

jurídicos, el benef¡c¡o es claro con relación a la celeridad de los plazos y actuaciones
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inst¡tuciones encargadas de imparlir just¡cia y fortaleciendo la convivencia pacíf¡ca de la

sociedad.

4.2.6. Principio procesal de publicidad

La publ¡c¡dad del proceso penal permite a los c¡udadanos part¡cipar presencialmente en

las audiencias, escuchando y observando el desarrollo de la pr¡mera declaración del

sindicado. Obligando a jueces, abogados defensores y fiscales del Ministerio Público a

mantener una conducta profesional con apego al deb¡do proceso. Con la aud¡enc¡a

propuesta, la persona que por alguna razón tenga interés en la resolución del conf]¡cto

penal; tendrá la oportunidad de conocer en forma directa el resultado de la activ¡dad

investigadora; los mot¡vos por los cuales el juez resuelve ordenando la prisión

preventiva y d¡ctando un auto de prccesam¡ento en contra del sind¡cado y en ese

m¡smo acto, si no ex¡stiere pel¡gro de fuga o de obstaculizac¡ón a la averiguación de la

verdad estará facultado para otorgarle el beneficio de una medida sustitutiva. Contrario

sensu, cuando el resultado de la evaluac¡ón no aporte e¡ementos de convicción, que

vinculen al sindicado con los hechos que se le atribuyen, el juez d¡ctará la falta de

mér¡to y ordenará la libertad dels¡ndicado, durante el acto procesal sugerido.

Para el asistente a la aud¡enc¡a como ¡nteresado o espectador pas¡vo, no es lo mismo

tsner a la vista una serie de objetos recogidos en la escena del crimen y que eljuez en

el ejercicio de la l¡bertad de evaluar y aprec¡ar la prueba, logre el pleno convenc¡miento,
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según su ínt¡mo parecer, de la existencia o ¡nexistencia de los hechos y

concordanc¡a con su leal saber y entender, declare la falta de mérito deiando en l¡bertad

al sind¡cado. Pero su aprec¡ac¡ón cambiará s¡ estos objetos están acompañados de un

dictamen técnico de ¡nvestigac¡ón, con el cual se demuestre por ejemplo: que las

muestras de sangre que fueron recabadas en la escena del cr¡men no pertenecen a la

víct¡ma o al imputado, que la oj¡va extraída al cuerpo de la víctima no pertenece al arma

incautada o que las impresiones dactilares no pertenecen al sindicado, fueron dejadas

por otra peftiona.

El benef¡c¡o que se aportará al s¡stema procesal penal guatemalteco será la percepc¡ón

de just¡c¡a y fortalecimiento de la conf¡anza en el s¡stema judicial; esto será posible con

el resultado de la evaluac¡ón técnica de los med¡os de prueba y los elementos de

conv¡cc¡ón; en esta aud¡encia se enviará el sigu¡ente mensaie a la sociedad: el hecho

de haber declarado la fatta de mérito, no obedece a ¡ntereses económ¡cos, políticos,

personales o fam¡l¡ares que ¡nduzcan aljuez a cometer prevaricato.

El beneficio es d¡recto al garant¡zar el cumpl¡m¡ento de la ley penal, fortalecer

parcepción de justicia pronta y cumplida, demostrar la ef¡ciencia en el combate a

¡mpun¡dad y la correcta persecuc¡ón penal.

la

la
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4.2,7. Pr¡ncipio procesal de contadictorio

Este princ¡pio otorga a las partes el derecho a oponerse y contradecir entre sí, porque el

abogado de la defensa técn¡ca y el f¡scal que representa al Minister¡o Públ¡co poseen

los m¡smos procedimientos de ataque y defensa; en idénticas posib¡l¡dades de

argumentación jurídica, med¡os de prueba y medios de impugnac¡ón. Con la audiencia

para la evaluación técnica de los medios de prueba y los elementos de convicc¡ón; toda

la infomac¡ón recibida por el tribunal pasará por el proceso de depurac¡ón que se logra

al poner en prácl¡ca el principio procesal del contradictorio; cuando los sujetos

procesales tienen la posib¡lidad de modif¡carla durante el desarollo de esta audiencia

por ser el momento procesal oportuno para contradecirla por la parte legitimada para

hacerlo.

El benef¡cio será directo para la cred¡b¡lidad en la labor que real¡za el Min¡ster¡o Público,

en el ejercic¡o de la persecuc¡ón penal y la ¡mparc¡alidad deljuez como contralor de la

¡nvestigac¡ón judicial durante la primera declaración del sindicado; como resultado, la

información podrá ser útil para la averiguación de la verdad. Una prueba otorgada de

manera un¡lateral, carece de conf¡abilidad, adolece de v¡c¡o de procedim¡ento y es

objeto de impugnac¡ón y posterior rechazo.

Con la audiencia para la evaluac¡ón técnica de los medios de prueba y los elementos de

conv¡cción; se garantizará el derecho de defensa y el princ¡pio de igualdad, a través de

la contrad¡cción de los argumentos preseniados por los suietos procesales, en forma

777



oral y pública ante el juez de pr¡mera instancia; quien deberá resolver la

juríd¡ca dol sindicado, basado en los resultados obtenidos de la evaluac¡ón

durante el desarrollo de la audiencia específlca propuesta.
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CONCLUSIONES

1. El Artículo 82 del Cód¡go Procesal Penal regula el acto procesal de primera

declaración del s¡ndicado donde es ¡nformado de los derechos fundamentales que le

as¡sten y es resuelta su situación juríd¡ca; pero el juez no hace n¡nguna evaluac¡ón

técnica de los medios de prueba y los elementos de conv¡cc¡ón ex¡stentes y

presentados por el órgano de acusación o los agentes captores en los casos d6

flagrancia manifiesta.

2. Por Ia forma en que está redactado el Artículo 82 del Codigo Procesal Penal es

materialmente ¡mposible hacer una evaluación técni@ de los medios de prueba y los

elementos de conv¡cc¡ón en un solo día; este vacío legal t¡ene como consecuencia

que muchas personas son ligadas a proceso, donde resulta evidente Ia falta de las

cond¡c¡ones para la imposic¡ón de una pena.

3. Por la ausenc¡a de la evaluac¡ón técn¡ca de los medios de prueba y los elementos de

convicción, la resolución de la situación jurídica del sindicado depende de la

capacidad profes¡onal de los sujetos proc€sales; un abogado defensor háb¡l para

argumentar y una prevenc¡ón policial mal redactada dan como resultado que eljuez

dicte una falta de mérito
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4. El hac¡nam¡ento de personas recluidas en los centros de prisión prevent¡va y la'\1,1-l-

cantidad de expedientes que están a la espera de ser resueltos en la secc¡ón de

gestión penal del Organ¡smo Judicial; se debe a una ¡napropiada evaluación técn¡ca

de los med¡os de prueba y los elementos de conv¡cción, porque es mater¡almente

imposible en la audienc¡a de primera declaración establecer: la partic¡pación,

responsabil¡dad y probable culpabilidad del sind¡cado.

5. La ausencia de una evaluación técnica de los medios de prueba y los elementos de

convicción, durante la audiencia de pr¡mera declaración; es la causa pr¡nc¡pal por la

que el número de procesos que llegan a juicio oral y público; no posean los

elementos de mnvic¡ión necesarios para hacer plena prueba.
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RECOÍUENDACIONES

1. El Congreso de la República de Guatemala, t¡ene que reformar el Artículo 82 del

Código Procesal Penal; para que el juez señale día y hora para la audienc¡a

específica donde se realizará la evaluac¡óñ técn¡ca de los medios dé prueba y los

elementos de convicción.

2. Con esta aud¡encia específ¡ca se reducirá el número de personas en prisión

preventiva, debido al conocimiento de causa proveniente de la evaluac¡ón técnica

que permitirá establecer: la part¡c¡pación, responsabil¡dad y probable culpabilidad del

s¡nd¡cado y con esto se podrá dictar auto de procesam¡ento o la falta de mérito

cuando sea ¡mprobable la imputac¡ón de los hechos delictivos.

3. Para el fortalec¡m¡ento de la percepción de just¡c¡a pronta y cumplida, el efic¡ente

combate a la impunidad y la correcta persecución penal; se deben d¡ctar

resoluciones fundadas en Ia relación de causalidad vinculada a los hechos en modo

tiempo y lugari informac¡ón que se trasmit¡rá al juez durante el desarrollo de la

aud¡enc¡a de pr¡mera declaración.
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4. Con la reforma propuesta se logrará reducir el número de personas en prisió

preventiva, reducción que se refletará en los recursos económ¡cos que invierte el

Estado en defensa públ¡ca, Organismo Jud¡c¡al y Sistema Penitenciario, rubro que

debe util¡zarse en la prevención del delito, capaciiación del personal técnico del

INACIF y la actualizac¡ón del equipo c¡entif¡co para peritajes.

5. Con la audienc¡a en la forma propuesta se podrá cumplir con el postulado de

eficiencia, agil¡dad y eficac¡a al impartir justicia, reduciendo la cantidad de

expedientes penales s¡n resolver y pr¡or¡zándo los procesos de del¡tos de alto

lmpacto social que posean fundamento para juic¡o oral y público.
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